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i n t rodu c c i n
Como aspecto novedoso, las disposiciones generales de la nueva Ley 1341 de 
2009 consagran un capítulo relacionado con los principios generales y, en forma 
específica, con la aplicación de los principios generales del derecho y de unos 
principios orientadores consagrados en sus artículos 1.º y 2.º respectivamente.
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Es necesario precisar el alcance del análisis sobre los principios generales 
de la Ley 1341, teniendo en cuenta el contenido del capítulo i de la ley, titulado 
con esta denominación. 
El capítulo i consagra instituciones adicionales a los principios. Entre las 
instituciones distintas reguladas se encuentran las del objeto de la ley y su ámbito 
de aplicación; la sociedad de la información y del conocimiento; la intervención 
del Estado en el sector de las tecnologías de la información y las comunicaciones 
(tic); las competencias de las entidades del orden nacional y territorial respecto 
de las tic; el contenido de la definición de tic; las medidas aplicables para las 
telecomunicaciones en casos de emergencia, conmoción o calamidad y preven-
ción para dichos eventos y finalmente las industrias y actividades que conforman 
el sector de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 
Estas instituciones no serán materia de este estudio, pues no corresponde 
al contenido conceptual de los principios generales. 
Para entender el alcance de los principios generales es necesario delimitar 
en forma sucinta el nuevo alcance de la ley. 
La Ley 1341 de 2009 derogó el anterior Estatuto de las Telecomunicacio-
nes consagrado en el Decreto Ley 1900 de 1990 y demás normas posteriores 
relacionadas con los servicios de telecomunicaciones. Esta nueva ley amplió 
su ámbito de aplicación a todo el sector de las tecnologías de la información 
y las comunicaciones, como presupuesto necesario y pilar para consolidar las 
sociedades de la información y del conocimiento, como lo reconoce el artículo 
3.º de la ley. 
El sector de las telecomunicaciones (redes, servicios y recursos escasos) 
se entiende comprendido en el sector de tic. En efecto, en el contenido de la 
ley que regula el sector de tic existen normas especiales y específicas para la 
provisión de redes y servicios de telecomunicaciones.
Esta situación se observa en el título ii sobre provisión de redes y servicios 
y acceso a recursos escasos, y cuando califica como servicio público y bajo la 
titularidad del Estado las redes y los servicios de telecomunicaciones. De igual 
manera sucede sobre la protección de los derechos de los usuarios de las tic, ca-
lificada como principio en el numeral 4 del artículo 2.º y luego, cuando consagra 
el régimen jurídico de protección al usuario de los servicios de comunicaciones, 
en el título vi, denominado “Régimen de protección al usuario”.
Como metodología se iniciará el análisis de los principios generales del 
derecho mencionado en el artículo 1.º de la ley; luego se efectuará el análisis 
de los denominados principios orientadores regulados en los artículos 2.º y 7.º, 
como fuente y criterio de interpretación de la ley.
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Como primera aproximación a su contenido, se podría señalar la triple 
función que podrían tener los principios generales de la Ley de tic, según el 
ordenamiento jurídico que se trate, como aplicación de norma de ley, o funda-
mento del orden jurídico; como orientador de la labor interpretativa del texto 
de la ley y como fuente en caso de insuficiencia de su contenido. 
La imposibilidad de materializar en una norma legal los contenidos aplica-
bles en especial en un sector de rápida evolución como las telecomunicaciones 
y las tic, y de permitir su adecuación a las situaciones futuras imposibles de 
prever en detalle, se enmarca en las nuevas tendencias de leyes sectoriales que 
pretenden salvaguardar como premisa básica los principios generales en la 
aplicación del ordenamiento jurídico de tal manera que situaciones jurídicas 
puedan ser cumplidas con la aplicación de los principios, y sin la exigencia de 
una norma específica. De esta manera, los principios cumplen una función 
integradora del derecho no solo como criterio auxiliar de la actividad judicial 
sino como fundamento del orden jurídico y orientador de la labor interpretativa, 
pues expresamente así lo dispone el texto legal del sector de las tic. 
El mayor espectro en la aplicación de los principios generales impone la 
necesidad de revisar los contenidos y las vicisitudes que generan, pues a partir 
de la ley los principios generales del derecho deben aplicarse como norma legal. 
Frente a la ausencia de disposición expresa de cuáles son estos principios ge-
nerales del derecho y cuál es su contenido que afecta el principio de seguridad 
jurídica, es necesario definir su origen, su forma de aplicación en la Ley de tic, 
su contenido y su importancia para el control de legalidad de la actuación de 
la administración. 
Los principios generales del derecho que formen parte del sistema posi-
tivo por considerarlos consonantes con la Constitución e incorporados a ésta 
en forma explícita conjugan un menor grado de dificultad para su aplicación, 
pues corresponden realmente a normas jurídicas. Los principios generales del 
derecho que se consideren incluidos en la Carta de forma implícita implican una 
labor de análisis mayor y corresponderá al intérprete ubicarlos en el contenido 
de la norma. En cambio, resulta necesario identificar los principios generales 
extrasistemáticos o extrapositivos, de considerarse su existencia1, que no en-
1 Una parte de la doctrina considera no admisible que los principios generales del derecho procedan 
de una fuente suprapositiva o que se encardinen en principios del derecho natural. santiago muñoz 
machado. Tratado de derecho administrativo y derecho público general, tomo ii, Iustel, 2006, p. 82 y ss. 
Por otra parte, la Corte Constitucional los ha denominado “principios generales extrasistemáticos”, 
que no hacen parte del ordenamiento jurídico, y aplicables en defecto de ley. Sentencia del 1.º de marzo 
de 1995. Ref. D-665 (MP: carlos gaviria díaz). 
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cuentran respaldo en una regla del ordenamiento, y por ende no hacen parte de 
éste, pues la Ley 1341 de 2009 obliga a su aplicación, convirtiéndolos, a nuestro 
juicio, en auténtica norma en blanco. 
I .  lo s  p r i n c i p i o s  g e n e ra l e s  d e l  d e r e cho  y  s u 
a p l i c ac i n  e n  la  l ey  d e  t e cno log  a s  d e  la 
i n f o rmac i n  y  la s  c omun i c ac i on e s
Existe abundante doctrina de diferentes matices sobre la institución de los 
principios generales del derecho consolidados en especial a partir del Estado 
constitucional de derecho, y para el derecho administrativo o derecho público 
a partir del Estado social de derecho, pues su objetivo es la protección de los 
valores de justicia y equidad, los derechos, garantías y libertades de los ciuda-
danos y la reivindicación de las finalidades sociales del Estado.
De principios generales del derecho imbuidos por el derecho privado, y en 
especial por el derecho civil, como la analogía, su aplicación para casos dudosos 
y con carácter supletorio de la ley, se pasa a una constitucionalización de los 
valores y principios que orientan la norma de normas, y se traslada a la actuación 
de la administración, todo con el fin de preservar los valores superiores que 
orientan un Estado social de derecho, como la justicia, la libertad, la igualdad 
real y el pluralismo político.
Sin embargo, no es fácil determinar cuáles son los principios generales, de 
dónde surgen o dónde pueden encontrarse, y si tienen un fundamento extra-
positivo o no son nada distinto que el conjunto de criterios utilizados por los 
operadores jurídicos para aplicar el contenido de las normas jurídicas, y por 
ende hacen parte de éstas y de los valores que las comprenden.
Así mismo, si los principios generales del derecho sólo pueden ser utiliza-
dos como criterios auxiliares de la actividad judicial, sin que sean obligatorios 
para los jueces, pues ellos sólo estarían sometidos al imperio de la ley, según 
el artículo 230 de la Carta, o si en forma adicional podrían ser utilizados para 
llenar las lagunas de la ley, según nuestra Ley 153 de 1887.
Bajo otro prisma distinto, la doctrina presenta diferentes puntos de vista 
respecto de la utilización de los principios generales del derecho, únicamente 
como forma de fallar ante la ausencia de ley expresa o de lagunas, como fue la 
razón inicial y origen de la aplicación de los principios2, o si pueden aplicarse 
2 Los principios generales del derecho aparecen consagrados en el código italiano de 1865, y general-
mente los autores no estudiaban los principios generales del derecho como fuente del derecho, sino 
que aparece, en especial, el criterio de equidad para llenar las lagunas de ley. 
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como fuente del derecho, en este caso como fuente del derecho administrativo, 
y considerarse como norma jurídica para ser invocados ante los tribunales si 
son desconocidos por la administración. 
Se abordarán estos temas, y la ubicación, la aplicación y el contenido de los 
principios a partir de su consagración legal en la Ley de tic.
A .  la  d o c t r i na  d e  lo s  p r i n c i p i o s  g e n e ra l e s  d e l 
d e r e cho.  s u  c on t en i d o ,  u  i c ac i n  e  i m po rtan c i a 
El contenido y la utilidad de los principios generales del derecho son tratados 
en extenso por la doctrina, sin que exista consenso sobre su origen y ubicación, 
si se derivan de una norma jurídica o de la equidad y la ley natural; sobre su 
valor y jerarquía en el ordenamiento jurídico y sobre su importancia.
La amplia doctrina en relación con el alcance y las controversias surgidas en 
la aplicación de los principios sólo nos permite realizar una referencia general 
a los principales problemas jurídicos surgidos de su aplicación, en particular, 
para determinar su origen y su utilidad en la Ley de tic.
El contenido de los principios generales del derecho parece referirse a 
conceptos de valor general y no expresos que por su importancia se extraen por 
inducción de la esencia y el sentido de las normas escritas3 y contribuyen a su 
interpretación armónica, como consecuencia de la “communis opinio” de los ope-
radores jurídicos a través de la jurisprudencia, la legislación y la doctrina4. 
Para robert alexy, los principios corresponden a normas que prescriben 
que un valor o un bien jurídico debe ser realizado en la mayor medida que resulte 
posible, considerando el entorno y las circunstancias del caso. Por ello, su aspi-
ración es realizar un valor, y el autor los denomina “mandatos de optimización”. 
Lo que se busca es que el principio se realice en la mayor medida posible, pero 
resulta aceptable el que haya diversos grados de cumplimiento5.
A partir del concepto de graduación en la aplicación del principio, se encuentra 
su diferencia básica con la estructura técnica de las reglas, que deben siempre 
aplicarse en forma inmediata, y agregaríamos completa, para derivar las conse-
cuencias jurídicas derivadas del supuesto de hecho previsto en su contenido.
3 “El espíritu general de la legislación” utilizado por el Consejo de Estado Francés, que dio lugar a 
inducir principios como la libertad sindical y la de la enseñanza. 
4 Puede verse muñoz machado. Ob. cit., pp. 72 y ss.
5 robert alexy. Zum Begriff des Rechtsprinzips. Rechtstheorie. 1. 1979. Cita de muñoz machado. Ob. 
cit., p. 70.
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1 .  s u  o r i g e n  e n  e l  d e r e cho 
p o s i t i o  o  e  t ra po s i t i o
Respecto de su origen se han planteado dos grandes corrientes. Una tesis que 
los considera acordes con los principios del derecho natural, como condición del 
ius naturalismo y de carácter filosófico. La otra resuelta a favor de la necesidad 
de su consagración en norma legal, el ius positivismo, que los identifica a partir 
de los principios consagrados en el ordenamiento positivo y que corresponde a 
la tendencia actual de la “constitucionalización y legalización de los principios 
generales del derecho más importantes”6. Entre estos extremos se puede ubicar 
un criterio mixto, que los considera fruto de los valores y creencias de operado-
res jurídicos en el proceso de creación, interpretación y aplicación del derecho, 
con sustento en el ordenamiento jurídico, pero no extraños a la aplicación de 
conceptos como la equidad o el derecho natural, cuando el juez no encuentra 
un fundamento en la norma escrita. 
 Los principios generales del derecho aluden a un tipo de exteriorización del 
derecho, a los criterios de valoración no formulados a los que se reconoce fuerza 
de evidencia jurídica. Y para responder a la pregunta de dónde se encuentra 
la fuerza social o fuente que crea y da vigor jurídico al principio, se estima que 
deberá analizarse cada tipo de principio y determinar su causa de eficacia. 
Las reglas del derecho natural se encuentran por encima de la realidad social y aun 
siendo la medida del derecho positivo, necesitan, sin embargo, la positivación para 
formar parte del ordenamiento positivo. Estas reglas de derecho natural pueden posi-
tivarse de varias formas, convirtiéndose en leyes o costumbres, pero solo merecerán el 
nombre de principios generales del derecho natural cuando la recepción se hace por 
la comunidad y sin que se formule una regla específica.7 
A nuestro juicio, en el sistema jurídico colombiano, como regla general, los prin-
cipios generales del derecho deben surgir del ordenamiento positivo, y como lo 
señala la Corte Constitucional, el intérprete deberá establecer como test final y 
definitivo si resultan o no armónicos con la Constitución así ésta no los contenga 
de manera explícita. Se trata de verificar si es o no identificable como elemento 
de un sistema normativo, conforme a la regla de reconocimiento. 
6 muñoz machado. Ob. cit. 
7 federico de castro. Derecho civil de España. Parte General, Madrid, 1949, pp. 429 y ss. También puede 
verse el análisis de los principios generales del derecho en manuel francisco clavero arévalo. “La 
doctrina de los principios generales del derecho y las lagunas del ordenamiento administrativo”, en 
Revista de Administración Pública, n.º 7, 1952, p. 79. 
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Esta armonía de los principios generales del derecho con la disposición 
positiva parece ir más allá de considerarlos incluidos en forma implícita, y 
bastaría con no estar desautorizada para definir su aplicación. En efecto, la 
jurisprudencia del Consejo de Estado en Francia, citada como las de mayor 
importancia en cuanto al desarrollo de los principios generales del derecho, 
ha afirmado que
Existen reglas de derecho no escritas que se imponen al poder reglamentario y a las 
autoridades administrativas, siempre que no estén expresamente desautorizadas por 
una disposición positiva.8 
También, que 
Existen reglas de derecho no escritas que tienen valor legislativo y que, por consiguiente, 
se imponen al poder reglamentario y a la autoridad administrativa, en tanto no hayan 
sido contradichas por una disposición de ley positiva.9
Un buen ejemplo para ilustrar el tema, y la importancia de la jurisprudencia en 
la consolidación de los principios generales del derecho, puede corresponder al 
principio de buena fe, y los axiomas derivados de este principio.
La regla nemo auditur propriam turpitudinem allegans, que no se encuentra 
explícita en artículo del ordenamiento colombiano, puede ser invocada por el 
juez como fundamento de su fallo, en la medida en que surge del concepto de 
buena fe consagrado en el artículo 83 de la Carta del 91[10].
Sobre el principio de buena fe, la doctrina moderna, en especial la doctrina 
alemana, ha elaborado con base en la jurisprudencia de los tribunales una serie 
de supuestos típicos a los cuales aparece aplicable la idea de que la buena fe 
opera como un límite del ejercicio de los derechos subjetivos. 
Como desarrollo del principio de buena fe se pueden citar los siguientes 
principios:
– “Venire contra factum proprium”, para indicar que nadie puede venir contra 
sus propios actos e incurrir en contradicción con el sentido que inicialmente y 
en forma objetiva acordó con la buena fe que dio a su conducta anterior. 
8 Cita de clavero arévalo. Ob. cit., p. 60, para referirse a letourner. “Les progrès recents de la 
jurisprudente du Conseil d´Etat français”, en Estudios en honor de Colmeiro, Universidad de Santiago 
de Compostela (s. d.), p. 117. 
9 T. buffandeau, para referirse a la sustancia de los principios generales del derecho a partir de la 
doctrina del Consejo de Estado francés. Cita de muñoz machado. Ob. cit., tomo ii, p. 73.
10 corte constitucional. Sentencia del 1.º de marzo de 1995, exp. D-665 (MP: carlos gaviria díaz).
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– “El retraso desleal (Verwirkung)”, para señalar que un derecho subjetivo 
o una pretensión no puede ejercitarse cuando el titular no se ha preocupado de 
hacerla valer durante mucho tiempo, y ha dado lugar con su actitud omisiva a 
que el adversario de su pretensión pueda esperar objetivamente que el derecho ya 
no se ejercitará. El ejercicio del derecho en tales casos se torna inadmisible. 
– “El abuso de la nulidad por motivos formales”: cuando un negocio jurídi-
co ineficaz a consecuencia de un defecto formal es voluntariamente cumplido, 
puede ser contrario a la buena fe ejercitar después la acción de nulidad. 
– “El cumplimiento parcial y la moderación de los plazos contractuales”, 
por lo cual no puede compelerse al acreedor a recibir un cumplimiento parcial. 
Sin embargo, la buena fe puede imponer que cuando la parte que al deudor le 
queda por cumplir sea exigua, el rehusarse al cumplimiento parcial sea contrario 
a la buena fe. De la misma manera, la buena fe puede imponer una moderación 
a la regla de exigibilidad inmediata de la obligación, o permitir una ligera o 
insignificante transgresión del plazo. 
– “Dolo facit qui petit quod statim redditurus esset”, cuando señala que contra-
viene los dictados de buena fe el que reclama el cumplimiento de una prestación 
cuando debe restituirla o devolverla en forma inmediata11.
 La mayoría de los principios generales del derecho generalmente recono-
cidos de forma pretoriana ha venido siendo incorporada a las normas positivas 
en forma implícita o explícita, y por ende resultan de plena aplicación conforme 
a la jerarquía de la norma que lo comprenda. 
Para carnelutti, no son algo que exista fuera, sino dentro del mismo 
derecho: “Se encuentran dentro del derecho escrito como “el alcohol dentro 
del vino” son el espíritu o la esencia de la ley”. Y para vecchio, buscan “[…] 
ascender por generalización creciente de las disposiciones de la ley a reglas 
cada vez más amplias, hasta lograr que el caso dudoso quede comprendido en 
alguno de ellos”.
Para rivero, tienen igual valor que el derecho positivo, forman parte del 
ordenamiento jurídico y puede no requerirse deducirlos de la ley. Si la deroga-
ción de los principios por la ley no es absoluta y manifiesta, el juez no vacilará 
en integrar la ley en el sentido tradicional.
La excepción y con carácter restringido que genera mayor dificultad en 
su aplicación corresponderá a los principios generales surgidos de contenidos 
extrasistemáticos que no hacen parte del ordenamiento jurídico, y, al decir de la 
11 Prólogo de luis díez-picazo a la obra de franz wieacker El principio general de la buena fe, Civitas, 
1997, pp. 21 a 23.
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Corte Constitucional, no son materialmente reductibles a la Constitución. En 
el mejor de los supuestos tendrán el rango de candidatos a integrar el sistema 
una vez que su uso adquiera consistencia, regularidad y carácter normativo sufi-
ciente, para considerar que la pauta aplicada es norma jurisprudencial en vigor, 
o porque se incorporan al ordenamiento por disposición del legislador12.
Sobre estos principios extrasistemáticos podría aducirse, con mayor razón, 
el desconocimiento del principio de seguridad jurídica, al no conocerse con 
exactitud la existencia y el contenido del principio general del derecho. Habría 
que señalar que estos principios, así denominados por la Corte, sólo serán 
aplicables no como fuente primaria del derecho, sino como criterio auxiliar de 
la actividad judicial, pues los jueces en sus providencias sólo están sometidos 
al imperio de la ley. 
Como lo señala el artículo 230 de la Carta,
Los jueces en sus providencias, solo están sometidos al imperio de la ley. La equidad, 
la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxi-
liares de la actividad judicial. 
Pueden existir situaciones límite que obligan a la plenitud hermenéutica en el 
Estado de derecho, que imponen al juez fallar, y al mismo tiempo el Estado de 
derecho propugna que no haya decisiones judiciales arbitrarias o sin soporte 
normativo. En este caso, los principios generales del derecho resultan necesa-
rios como criterio auxiliar de la actividad judicial, y donde “un gran margen 
de arbitrio judicial resulta inevitable”13.
En conclusión, si todos los principios generales del derecho estuvieran con-
sagrados en la Constitución y en la ley, no tendría contenido jurídico el mandato 
del artículo 230 de la Carta cuando establece que pueden ser utilizados, junto 
con la equidad, la jurisprudencia y la doctrina, como criterios auxiliares de la 
actividad judicial, en forma adicional a la ley.
 
12 corte constitucional. Sentencia del 1.º de marzo de 1995, exp. D-665 (MP: carlos gaviria díaz).
13 Ídem.
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2 .  la  a p l i c ac i n  d e  lo s  p r i n c i p i o s  g e n e ra l e s 
d e l  d e r e cho  e n  e l  s i s t ema  j u r  d i c o  c o lom i ano. 
¿ s u  a p l i c ac i n  s o lo  c omo  c r i t e r i o  au  i l i a r 
d e  la  ac t i  i da d  j u d i c i a l ,  s e g n  la  c a rta  d e  1 9 9 1 , 
o  tam i  n  pa ra  s u p l i r  lag una s  e n  la  l ey, 
s e g n  la  l ey  1 5 3  d e  1 8 8 7 ?
En el primer caso, el juez no tiene obligación de aplicar los principios generales 
del derecho, pues sólo está sometido al imperio de la ley. Por eso, el artículo 230 
de la Carta lo señala como criterio auxiliar de la actividad judicial.
En el segundo caso, son fuente formal del derecho y de obligatoria aplica-
ción, en la medida en que no haya ley exactamente aplicable al caso, o leyes que 
regulen casos o materias semejantes, y en su defecto deberá aplicarse la doctrina 
constitucional y las reglas generales de derecho, según lo consagra el artículo 
8.º de la Ley 153 de 1887.
Esta diferente aplicación de los principios generales del derecho dio lugar 
a la demanda de inconstitucionalidad de la norma de la Ley 153 de 1887, pues 
la Carta no había consagrado su aplicación, y sólo la posibilidad de la misma 
como criterio auxiliar, sin que el juez estuviera sometido a los principios, sino 
sólo al imperio de la ley. En cambio la ley, en el supuesto previsto, consagraba 
su aplicación como regla general de derecho.
Es ilustrativa la sentencia de la Corte Constitucional del 1.º de marzo de 
1995, por medio de la cual declaró exequible la norma legal por considerarla 
consonante con el mandato constitucional.
En forma inicial, los principios generales del derecho tuvieron como objetivo 
solucionar la disyuntiva del juez cuando no encontraba norma expresa aplica-
ble a un caso y por otro lado tenía el deber jurídico de fallar. Para solucionar 
el problema, se consideró que los principios generales del derecho deberían 
aplicarse cuando no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido. Ese 
es el sentido del artículo 8.º de la Ley 153 de 1887 cuando señala:
Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes 
que regulan casos o materias semejantes, y en su defecto, la doctrina constitucional y 
las reglas generales de derecho.
Este artículo consagra la aplicación de la analogía, de la doctrina constitucional 
y de las reglas generales del derecho, ante ausencia de norma expresa.
Para un sistema legal integral y armónico es necesaria la plenitud del orden 
jurídico y por ello se señala que “[…] en el derecho no hay lagunas, porque hay 
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jueces”14, para manifestar que el juez no puede rehusarse a juzgar pretextando 
silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley, pues incurriría en denegación de 
justicia, como lo dispone el artículo 48 de la Ley 153 de 1887.
En su análisis, la Corte considera exequible la disposición que permite aplicar 
la analogía, pues no constituye una fuente autónoma diferente de la legislación. 
El juez que acude a ella no hace nada distinto de atenerse al imperio de la ley.
En cuanto a la doctrina constitucional, que no se confunde con el con-
cepto de jurisprudencia, para la aplicación directa e inmediata de la norma 
constitucional al caso particular, y como fundamento del fallo, fijado por el 
intérprete máximo de la Constitución, no se hace nada distinto de aplicar el 
derecho legislado, pues quien aplica la Constitución aplica la ley en su expresión 
primigenia y genuina.
Respecto de las reglas generales del derecho consagrados en la norma le-
gal, que al decir de la Corte corresponde a los principios, hace referencia a la 
aplicación de la analogía juris, en la cual a partir de diversas disposiciones del 
ordenamiento se extraen los principios generales que los informan, y, por una 
suerte de inducción, se aplican a los casos y situaciones no previstas de modo 
expreso en una norma determinada. De esta manera, se trata de principios o 
reglas generales de derecho que resultan armónicos con la Constitución, así ésta 
no los contenga de manera explícita, pues ellos informan el derecho positivo 
y le sirven de fundamento. La Corte expone la situación ya mencionada de la 
regla del “nemo auditur propriam turpitudinem allegans” derivada del principio 
de buena fe.
No obstante, y resulta de la mayor importancia, la Corte se refiere a los prin-
cipios generales del derecho extrasistemáticos, que en su sentir corresponden a 
los principios generales del derecho consagrados en el artículo 230 de la Carta, 
teniendo en cuenta que el juez tiene siempre que fallar. Cuando se trata no de 
integrar el ordenamiento, sino de optar por una entre varias interpretaciones 
posibles de una norma que se juzga aplicable, deben jugar un importante rol 
las que denomina fuentes jurídicas permisivas (no obligatorias para el juez), 
tales como las enunciadas en el artículo 230, como criterios auxiliares de la 
actividad judicial.
En síntesis, la Corte señala que cuando el juez en una situación límite 
recurre a la equidad como fundamento de su fallo, no hace nada distinto de 
proyectar en el caso el concepto de justicia, construyendo a partir de ella un 
14 Puede verse corte constitucional. Sentencia del 1.º de marzo de 1995, exp. D-665 (MP: carlos 
gaviria díaz), donde se declara exequible el artículo 8.º de la Ley 153 de 1887. 
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principio que materialmente no hace parte del sistema, pero que encuentra en 
él su fundamento formal. Su decisión de todas maneras debe estar justificada 
por un principio ético o político (en todo caso extrajurídico) surgida del derecho 
natural o de la equidad en su sentido aristotélico, para que su determinación 
no sea arbitraria, y resulte razonable y proporcional.
Como se observa en esta sentencia, la Corte se inclina por reconocer en 
algunos casos excepcionales –o, en palabras de la Corte, “situaciones límite”– 
la posibilidad de aplicar los principios generales del derecho como principios 
jurídicos que pueden no hacer parte del ordenamiento, ni ser materialmente 
reductibles al contenido de la Constitución, en los casos consagrados en el 
artículo 230 de la Carta. 
En resumen, esta posición, a nuestro juicio, permite confirmar la regla ge-
neral de aplicación del principio general del derecho surgido del ordenamiento 
constitucional o legal, por su consagración expresa. En segundo lugar, por su 
consagración implícita como analogía juris, no inarmónica, y en tercer lugar, 
por vía de excepción, para aplicarlo como criterio auxiliar de la actividad judi-
cial, aun cuando se trate de principios que materialmente no hacen parte del 
ordenamiento, como sucede con el concepto de equidad. 
Del contenido de la providencia parece deducirse que la aplicación de los 
principios generales del derecho para suplir vacíos de la ley en los términos de 
la Ley 153 de 1887 es más restringida, pues sólo corresponde a aquellos que 
pueden abstraerse como analogía juris, es decir derivados de todas maneras de 
una disposición específica seleccionada ante la inexistencia de una expresa, y 
por ello no se rebasa el ámbito de la legislación.
Sin embargo, no lo estimamos así, pues para la situación límite descrita 
por la Corte nada impediría también la aplicación de los principios extrasis-
temáticos para llenar vacíos de ley, pues al no considerarlos como implícitos 
en el ordenamiento, en gracia de discusión, de todas maneras se entenderían 
aplicables como criterio auxiliar de la actividad judicial, en los términos del 
artículo 230 de la Carta. 
3 .  lo s  p r i n c i p i o s  g e n e ra l e s  d e l  d e r e cho  c omo 
f u en t e  d e l  d e r e cho  o  c omo  no rma  j u r  d i c a . 
s u  i n t e r p r e tac i n
Según lo expuesto, los principios generales del derecho son aplicables frente 
a lagunas en la ley, y como fuente formal del derecho. Al considerarlos como 
fuente formal del derecho surge el interrogante de si pueden ser invocados 
ante un tribunal por su desconocimiento bajo las acciones contenciosas admi-
Édgar González López 117
nistrativas, en especial las de nulidad del acto administrativo y de nulidad y 
restablecimiento. 
Para dilucidar este punto es necesario distinguir el origen del principio y 
su aplicación obligatoria optativa como criterio auxiliar.
Los principios generales del derecho que se consideran incorporados como 
reglas generales del derecho en el ordenamiento constitucional o legal, en forma 
explícita o implícita, corresponden a una norma jurídica, son fuente primaria 
del derecho, y resulta obligatoria su aplicación por los operadores jurídicos. 
Su virtud imperativa procede no tanto de sí mismos, sino de la ley o precepto 
que lo recoge o de la causa que los vincula con la norma concreta del derecho 
positivo. No surgen en varios casos como manifestación expresa del poder le-
gislativo, cuanto del contenido de la regla implícita de la norma legal. Se trata 
de principios generales del derecho que no se limitan a suplir los vacíos de ley, 
y corresponden a mandatos de imperio de ley.
Los principios generales del derecho que no surgen de forma explícita o 
implícita del ordenamiento jurídico pueden ser aplicables por resultar armónicos 
con la Constitución, en palabras de la Corte, o no desautorizados, en los términos 
de la jurisprudencia del Consejo de Estado francés, pues resultan identificables 
como elemento del sistema normativo conforme a la regla de reconocimiento, 
según se ha expuesto. En estricto sentido, se trata de principios generales del 
derecho aplicables como reglas generales de derechos, ante ausencia de ley 
expresa o semejante, según el artículo 8.º de la Ley 153 de 1887.
Finalmente, los principios generales del derecho reconocidos por la doc-
trina, pero que no hacen parte del ordenamiento, pues no son materialmente 
reductibles a la Constitución. Cuando la Corte señala la posibilidad de acudir 
a la equidad o al derecho natural en sentido aristotélico, bajo la concepción de 
justicia, y en una situación límite cuando no hay norma alguna para fallar, con-
sidera su aplicación en los términos del artículo 230 de la Carta, siempre que 
resulten razonables y proporcionados. En este caso, estos principios generales 
del derecho no constituyen norma jurídica en sentido técnico. 
En estos términos, la Corte busca una consonancia entre la norma consti-
tucional y el mandato de la ley. 
Como se observa, las distinciones entre los principios generales del derecho 
no inarmónicos o desautorizados por la Constitución y los que surgen como 
principio jurídico que ostentan el rango de candidato a integrar el sistema, pero 
no hacen parte de éste, son sutiles, y en varios casos podría argüirse que el mismo 
concepto de equidad corresponde a un concepto armónico o no desautorizado 
del orden constitucional. Tanto unos como los otros conservan el problema de 
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su dificultad probatoria, pues en estricto sentido no aparecen en forma expresa 
en una norma escrita.
Por ello, la interpretación que debe darse a los principios generales del 
derecho y su invocación para ser aplicados en un caso específico puede ser 
diferente según su origen. 
a .  d i f e r e n t e s  c la s e s  d e  i n t e r p r e tac i n 
s e g n  la  a p l i c ac i n  d e  lo s  p r i n c i p i o s 
g e n e ra l e s  d e l  d e r e cho
Las posibilidades de aplicación de los principios generales del derecho pueden im-
plicar un juicio e interpretación distintos según sea el carácter de su aplicación.
En el primer caso, cuando no existe ley exactamente aplicable al caso, o 
“analogía legis”, la interpretación que hay que dar de los principios generales 
del derecho ha de ser necesariamente amplia, por cuanto no hay norma legal 
aplicable, y principalmente por la necesidad de hacer compatibles los princi-
pios generales del derecho con la obligación que tiene el juez de fallar en toda 
controversia. 
En el segundo caso, como fuente general del derecho, para ser invocados 
ante el juez como fundamento del fallo, se impone un criterio más estricto 
pues implica una comprobación ante el juez de que el principio invocado es un 
principio general del derecho. Deberá además acreditarse que no se encuentra 
solución en la ley imperfecta que rige la materia debatida. Por último, acreditar 
que el principio general del derecho debe ser aplicado, por su conexidad con 
el caso tratado15. 
Si emana en forma implícita de la norma constitucional o legal deberá sus-
tentarse la existencia de esta regla implícita. Si se trata de un principios general 
del derecho que puede resultar armónico con la Constitución e identificable 
como elemento del sistema normativo, es necesaria así mismo la comprobación, y 
con mayor razón si no existe una solución directa o semejante en la ley, y deberá 
vincularse con la ley imperfecta que debió resolver el asunto controvertido.
De todas maneras, los principios generales del derecho no incorporados 
en forma expresa o implícita en el ordenamiento positivo, o que no puedan 
extractarse de él, no podrán ser esgrimidos como causal de violación o restable-
cimiento del derecho, pues servirán sólo como criterio auxiliar de la actividad 
15 clavero arévalo. Ob. cit., pp. 86 a 88.
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judicial en los términos del artículo 230 de la Carta, y por ende, como pauta de 
comportamiento para el juez, quien sólo está obligado al imperio de la ley. 
Para las acciones contenciosas administrativas que invocan la invalidez 
del acto administrativo, y su prosperidad, se requiere que se invoque el pre-
cepto generalmente escrito que da lugar al derecho subjetivo lesionado. Esta 
peculiaridad en el derecho administrativo implica una mayor dificultad para 
conciliar los principios generales del derecho aplicables para llenar lagunas de 
la ley. Resultará muy difícil invocar un principio general que constituye una 
forma de suplir una laguna del ordenamiento, como sustento de la lesión de 
un derecho subjetivo. 
La dificultad no implica imposibilidad, y un juez administrativo tendrá la 
facultad de indagar en el ordenamiento jurídico si los principios generales del 
derecho pueden extraerse de norma expresa y directa o de otras disposiciones 
específicas pertinentes para extraer la regla implícita que incorpore el principio 
general del derecho. Así mismo, podrá determinar si de los principios generales 
recogidos en la Constitución y en la ley pueden derivarse otros principios gene-
rales del derecho. Resulta ilustrativa la aplicación del principio de buena fe, que 
se analizó con antelación al revisar la sentencia de la Corte Constitucional.
Uno de los ejemplos para ilustrar el gran campo de aplicación de los prin-
cipios generales del derecho en la tendencia actual del derecho público y del 
derecho administrativo es el principio de proporcionalidad. Este principio 
ha sido recogido por los tribunales constitucionales y de derechos humanos 
y es una realidad en derecho comparado16. En Colombia así ha sucedido con 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en especial al aplicar el test de 
constitucionalidad del principio de igualdad, consagrado en el artículo 13[17] y 
en sentencias del Consejo de Estado, para analizar la legalidad de la actuación 
de la administración. 
16 El test de idoneidad de la medida, su necesidad y la adecuación de los fines que se persiguen con ella. 
Por ello, se busca elegir la medida más eficaz para alcanzar el fin que busca el órgano administrativo. 
Se indaga sobre la necesidad de la medida, analizando si existen otras alternativas menos gravosas. 
Finalmente, si la decisión administrativa, para adecuarse a la regla de proporcionalidad, no produce 
desventajas que no puedan compensarse con los mayores beneficios que esperan obtenerse al alcanzar 
los fines que la decisión persigue.
17 corte constitucional. Sentencias C-530/93, exp. D-260, 11 de noviembre de 1993 (MP: alejandro 
martínez caballero); C-022/96, exp. D-1008, 23 de enero de 1996 (MP: carlos gaviria díaz); 
T-269/02, exp. T-503446, 18 de abril de 2002 (MP: marco gerardo monroy); C-317/02, exp. D-3744, 
2 de mayo de 2002 (MP: clara inés vargas); C-205 de 2003, exp. D- 4229, 11 de marzo de 2003 
(MP: clara inés vargas); C-093/01, exp. D-3067, 31 de enero de 2001 (MP: alejandro martínez 
caballero). En España, el Tribunal Constitucional: sentencias 75 de 1983 y 209 de 1985.
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Su “legalización” en diferentes materias puede verse en la Ley 1150 de 2007, 
cuando señala que en la selección objetiva de un contrato estatal la exigencia 
de requisitos habilitantes deberá ser adecuada y proporcional a la naturaleza 
del contrato que se ha de suscribir y a su valor18. La aplicación del principio 
de proporcionalidad en la actuación de la administración contratante ha sido 
sostenida por la Sección Tercera del Consejo de Estado19 cuando ha señalado 
que al confeccionar los pliegos de condiciones la administración está sometida 
a los principios de igualdad, imparcialidad, objetividad, proporcionalidad, 
racionalidad y razonabilidad, y delimita el alcance del control judicial basado 
en los referidos principios.
Sin embargo, el principio de proporcionalidad no se encuentra consagrado 
expresamente en los principios de contratación estatal o de la función adminis-
trativa, y no por ello puede sostenerse su no aplicación o vigencia.
 Con las fuentes extraídas de la norma constitucional y algunas de carácter 
legal, se ha extrapolado la aplicación de este principio en la actuación de la 
administración. 
Podría considerarse el mandato del artículo 2.º del cca cuando señala como 
objeto de la actuación administrativa el cumplimiento de los cometidos esta-
tales y la adecuada prestación de los servicios públicos, así como la efectividad 
de los derechos e intereses de los administrados, y que sólo se cumpliría si 
sus actuaciones resultan proporcionales al fin buscado, razonables y objetivas, 
como principios no consagrados expresamente en el artículo 3.º del mismo 
estatuto para el cumplimiento de la actuación administrativa, pero intrínsecos 
en su objetivo.
Otra mención de la ley corresponde a los límites de las decisiones discre-
cionales, y que en el sector de las telecomunicaciones se observa en la actuación 
administrativa de las comisiones de regulación, cuando señala que tal actuación 
debe ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza y proporcional a los 
hechos que le sirven de causa, según el artículo 36 de este estatuto.
18 Artículo 5.º Ley 1150 de 2007. 
19 consejo de estado. sala de lo contencioso administrativo. sección tercera. Sentencia del 5 
de junio de 2008, exp. 1988- 8431 (CP: mauricio fajardo). Para referirse a una regulación del pliego 
de condiciones que había establecido la visita al sitio de la obra para conocer la fuente de extracción 
de materiales apropiados para la ejecución del objeto contractual, por ser las únicas disponibles en el 
área, el Tribunal consideró que dicha regulación resultaba justificada, proporcional y razonable desde 
la perspectiva de garantizar la correcta estructuración de la oferta y la compleja ejecución del objeto 
contractual. 
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B .  la  a p l i c ac i n  d e  lo s  p r i n c i p i o s  g e n e ra l e s  d e l 
d e r e cho  e n  la  l ey  d e  t e cno log  a s  d e  la  i n f o rmac i n 
y  la s  c omun i c ac i on e s .  s u  c on t en i d o  no rmat i o 
f r e n t e  a  la  c on s t i t u c i n  y  a  la  l ey  1 5 3  d e  1 8 8 7 
El contenido del artículo 1.º de la Ley 1341 de 2009 consagra:
Artículo 1. Objeto. La presente Ley determina el marco general para la formulación 
de las políticas públicas que regirán el sector de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, su ordenamiento general, el régimen de competencia, la protección al 
usuario, así como lo concerniente a la cobertura, la calidad del servicio, la promoción 
de la inversión en el sector y el desarrollo de estas tecnologías, el uso eficiente de las 
redes y del espectro radioeléctrico, así como las potestades del Estado en relación con 
la planeación, la gestión, la administración adecuada y eficiente de los recursos, regu-
lación, control y vigilancia del mismo y facilitando el libre acceso y sin discriminación 
de los abirritantes del territorio nacional a la Sociedad de la Información.
Parágrafo. El servicio de televisión y el servicio postal continuarán rigiéndose por las 
normas especiales pertinentes, con las excepciones específicas que no contengan la 
presente ley.
Sin perjuicio de la aplicación de los principios generales del derecho [énfasis nuestro].
Analizada la norma en su conjunto, resalta la falta de técnica jurídica. El último 
inciso, donde se cita la aplicación de los principios generales del derecho, se 
encuentra separado del mismo parágrafo, y a su vez inicia con el término “sin 
perjuicio”, dando a entender que el aparte principal de la norma, que no sabemos 
cuál es, no obsta para dejar de aplicar los principios generales del derecho. 
El término “sin perjuicio” significa dejar a salvo lo que se expresa20. En la 
norma no se entiende sobre qué contenido anterior, que delimita el ámbito de 
aplicación de la ley y su objeto, hay que dejar a salvo la aplicación de los prin-
cipios generales del derecho, pues no resultan contradictorios, y agregaríamos 
que se trata de dos temas sustancialmente distintos.
De todas maneras, habría que afirmar que los principios generales del dere-
cho resultan aplicables en forma expresa por mandato de esta ley, o mejor como 
norma legal, que consagra un panorama distinto del analizado en el numeral 
anterior. Lo anterior, sin perjuicio de su aplicación en las circunstancias espe-
20 Diccionario [http://es.thefreedictionary.com/sin+perjuicio+].
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cíficas de cada caso, y el origen del principio, como criterio auxiliar de justicia 
según la Carta, o para suplir vacíos de ley, según la Ley 153 de 1887. 
En el contexto de la Ley de tic los principios generales del derecho dejan 
de ser un criterio auxiliar de la actividad judicial, en los términos de la Carta, 
y aún una norma aplicable sólo frente a lagunas en la ley, por no existir ley 
expresa al caso controvertido, o que regule casos o materias semejantes, en los 
términos de la Ley 153 de 1887, y se convierten en mandatos legales y fuente 
principal del derecho.
Esta consagración legal de los principios generales del derecho en la Ley de 
tic implica resolver algunos interrogantes frente al mandato de la Constitución 
de calificarlos como criterios no obligatorios en la actuación judicial. 
La calificación constitucional de los principios generales del derecho 
como criterio auxiliar de la actividad judicial, y por ende no obligatorios para 
su aplicación por el juez, quien sólo está sometido al imperio de la ley, podría 
considerarse en contradicción con la norma de la Ley de tic que los consagra 
en forma expresa.
Consideramos que no existe contradicción o inobservancia de la norma cons-
titucional por la consagración legal de los principios generales del derecho, dado 
su origen e importancia, además como fuente de interpretación de la ley. 
En el caso del artículo 1.º de la Ley de tic, serían aplicables, en nuestro 
sentir, las apreciaciones de la Corte para establecer si un principio general del 
derecho es o no parte del sistema positivo, y que consiste en verificar si resulta 
o no armónico con la Constitución, así ésta no lo contenga de manera explícita, 
o en términos hartianos21, al decir de la Corte, si es o no identificable como 
elemento de un sistema normativo, conforme a la regla de conocimiento22.
Los principios generales del derecho con los límites señalados por la 
Corte, consagrados en la Ley de tic, resultan perfectamente compatibles con 
el mandato constitucional, y no hay óbice para que la ley, bajo la libertad de 
configuración otorgada al legislador, los incluya como mandatos jurídicos con 
esta jerarquía. 
El sentido del artículo 230 de la Carta fue analizado por la Corte en esta 
sentencia como criterio auxiliar de la actividad judicial. Sin embargo, es posible 
que la ley a la cual está sometido el juez incorpore los principios generales del 
derecho, bajo la tendencia ya señalada de la constitucionalización y legalización 
21 El concepto de derecho, abeledo perrot, 1965.
22 Sentencia del 1.º de marzo de 1995, ya citada.
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de ellos, bien sea delimitándolos en forma expresa o bajo una consagración 
genérica como lo consagra la Ley de tic. 
Así, la consagración legal de principios generales del derecho no hace sino 
reconocer el valor que pretende realizar, y que se considera mandatario a partir 
de su incorporación en la ley. Los principios generales del derecho de transpa-
rencia, economía y responsabilidad consagrados en el Estatuto de Contratación, 
o los mismos principios de la función administrativa de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, corresponden a de-
sarrollos específicos y particulares de principios que se han erigido en norma 
legal, y que antes de ser contrarios a la Constitución, al dejar de ser criterios 
auxiliares de la actividad judicial, en los términos del artículo 230 de la Carta, 
buscan optimizar el desarrollo de los preceptos constitucionales derivados de 
una buena administración y de la eficacia y primacía del interés general.
De esta forma, los principios generales del derecho se consagran en el 
contenido del imperio de la ley a que está sometido el juez y resultan aplicables 
según la especialidad e institución de que se trate. Así mismo, orientan la labor 
de interpretación normativa de los operadores jurídicos.
Otra situación distinta es identificar cuáles serían los principios generales 
del derecho que serían aplicables como mandato de la Ley de tic. 
Su consagración genérica introduce la incertidumbre sobre cuáles princi-
pios generales resultan aplicables como mandato legal en el sector y ámbito de 
aplicación de la Ley de tic. Para ello habrá que agregar algunas consideraciones 
sobre las especialidades en que se han venido clasificando los principios gene-
rales del derecho, y que deberán tenerse en cuenta en los distintos mandatos 
consagrados en esta ley.
Además, el concepto de los principios generales del derecho aplicables en la 
regulación de las tic debe ser amplio en los términos expuestos, que incorpore 
todos aquellos surgidos en forma armónica o no desautorizada por la Consti-
tución, y aun en situaciones límite como fundamento para que el juez siempre 
tenga que fallar, y no encuentra respaldo en su decisión. También en su triple 
función de fundamento del orden jurídico, orientador de la labor interpretativa 
y fuente en caso de insuficiencia de la ley23. 
En el caso de los principios generales del derecho y su interpretación en la 
Ley de tic, resultan aplicables las consideraciones expuestas sobre los diferentes 
criterios de interpretación que surgen según el origen de los principios, y la 
23 f. castro. Derecho civil de España. Parte General, 1, Madrid, Civitas. 1984. Así mismo, la cita de este 
autor en muñoz machado. Ob. cit., p. 68, y clavero arévalo. Ob. cit., pp. 78 y ss.
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mayor carga probatoria de quien pretende invocarlos. Con mayor razón, a partir 
de su integración al ordenamiento positivo en esta ley, los principios pueden 
considerarse de igual valor a éste y la sanción por su violación resulta igual a la 
de la ley escrita y expresa. No se requerirá deducirlo de una norma particular 
de esta ley, pues tiene su propia entidad y autonomía. 
En conclusión, la introducción de los principios generales del derecho como 
ley aplicable introduce un amplio panorama para la actuación de la administra-
ción y el control de legalidad por parte de los jueces.
1 .  e l  c on t en i d o  d e  lo s  p r i n c i p i o s  g e n e ra l e s 
y  s u  m i to  d e  e s p e c i a l i da d.  s u  a p l i c ac i n 
d e p end e r   d e  la  m at e r i a  e s p e c i a l i z a da
 
La Constitución desarrolla en su título i los principios fundamentales y enuncia 
la estructura del Estado social de derecho como república unitaria, con auto-
nomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de 
las personas y en la prevalencia del interés general. El título desarrolla con-
cepto disímiles como los fines esenciales del Estado; el concepto de soberanía; 
la prevalencia de la Constitución; la primacía de los derechos de la persona 
y de la familia como institución básica de la sociedad; el reconocimiento y la 
protección de la diversidad étnica y cultural de la nación; el fundamento de las 
relaciones exteriores; el idioma oficial en Colombia y el principio general de 
competencia y responsabilidad de la administración de realizar sólo aquello que 
les esté expresamente permitido, a diferencia del particular que puede realizar 
todo aquello que no le esté expresamente prohibido. 
De este marco general se ha producido un desarrollo particular de principios 
generales del derecho propios de la organización y estructura del Estado, como 
los principios de legalidad, de irretroactividad de las normas, de responsabi-
lidad de la administración y de una especialización de los mismos según las 
instituciones reguladas. 
La Constitución y la ley hacen referencia a derechos fundamentales que 
pueden considerarse como reglas de derecho y a principios generales clasificados 
según la conducta de los ciudadanos o de la administración; la materia del tra-
bajo; las relaciones exteriores; la educación; la seguridad social; la organización 
administrativa de la rama ejecutiva; la función y la actuación administrativa; 
la contratación estatal; los que sirven como criterios auxiliares de la actividad 
judicial; los aplicables a la estructura y función de la Fiscalía; los inherentes al 
ejercicio del control fiscal; los aplicables para las competencias armónicas de los 
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niveles territoriales de la administración; los relativos a la Ley de Ordenamiento 
Territorial; los específicos de la Ley del Sistema General de Participaciones y 
los aplicables al sistema tributario. 
En el siguiente cuadro se incorporan las normas específicas de la Constitu-
ción, las materias y los principios aplicables, con el fin de ilustrar el gran campo 
de su aplicación y su especialidad.
Los principios en la Constitución Política:
Título i. De los principios fundamentales (artículos 1 y 2)
Artículo 9: Relaciones exteriores, aplicación de principios del derecho interna-
cional.
Artículo 39: Derecho de asociación sindical, aplicación de los principios demo-
cráticos. 
Artículo 41: Educación fundada en los principios y valores de la participación 
ciudadana. 
Artículo 48 y 49: Seguridad social, servicios de salud y saneamiento básico, con 
sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad.
Artículo 53: Principios mínimos fundamentales que debe atender la ley que 
recoja el Estatuto del trabajo: igualdad de oportunidades para los trabajadores; 
remuneración mínima vital y móvil.
Artículo 189 (16): Funciones del presidente de la República: modificar estruc-
tura de los ministerios, departamentos administrativos y demás organismos, con 
sujeción a los principios y reglas generales que defina la ley.
Artículo 209: De la función administrativa, con fundamento en los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad.
Artículo 210: Descentralización por servicios, creación y autorización de ley, con 
fundamento en los principios que orientan la actividad administrativa.
Artículo 223: Fabricación y porte de armas y municiones, de conformidad con 
los principios señalados en la ley.
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Artículo 230: Los jueces sólo están sometidos a la ley. Los principios generales del 
derecho son criterios auxiliares de la actividad judicial.
Artículo 251 (3): funciones del Fiscal General, determinar el criterio y la posición 
de la Fiscalía en virtud de los principios de unidad de gestión y de jerarquía.
Artículo 267: Ejercicio del control fiscal, conforme a los principios establecidos 
en la ley.
Artículo 288: Ejercicio de competencias de los niveles territoriales, conforme a 
los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad.
Artículo 307: La Ley de Ordenamiento Territorial definirá los principios para 
la adopción del estatuto especial de cada región.
Artículo 356: La Ley del Sistema General de Participaciones incorporará los 
principios para la distribución, conforme los criterios allí establecidos.
Artículo 363: El sistema tributario se funda en los principios de equidad, efi-
ciencia y progresividad.
En la consagración de los principios se destacan: el principio de buena fe y sus 
derivados, en especial el principio de confianza legítima; el principio de igual-
dad como elemento estructural del Estado social de derecho; los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad 
propios de la función administrativa; los principios propios de una selección 
objetiva, de publicidad, libertad de concurrencia e igualdad; los principios de 
transparencia, economía y responsabilidad aplicables a la contratación estatal 
y en materia tributaria, su sistema fundado en los principios de equidad, efi-
ciencia y progresividad.
Se trata de principios generales que constituyen regla y norma constitucional 
o legal y de plena aplicación jerárquica, en concordancia con la tendencia de 
positivización de los principios, y serán aplicables según el ámbito de especia-
lidad de la materia. 
De esta manera, cuando la administración, conformada por el presidente 
como suprema autoridad administrativa y demás entidades de la organización 
institucional del sector o de vigilancia y control, como el Ministerio de tic, la 
crc, la Agencia Nacional del Espectro (ane), el Fondo de tic, la Superinten-
dencia de Industria y Comercio (sic), cumplen su función administrativa en 
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desarrollo de la Ley de tic y expiden reglamentos o actos administrativos, deben 
cumplir los principios generales señalados que correspondan a la actuación 
que desarrollen en el ámbito de su especialidad, en especial los propios de la 
función administrativa.
Las actuaciones de la administración y de los particulares deben estar 
precedidos de una conducta acorde con la buena fe que se traduce en un deber 
de lealtad y transparencia con la otra parte, en no actuar contra sus propios 
actos, en no alegar su propia culpa y el respeto a la confianza legítima para 
no sorprender con actuaciones no esperadas o sin un plazo para adecuarse al 
cambio normativo. 
Como se observa, el ámbito de los principios no se limita a los principias 
orientadores consagrados en el artículo 2.º de la ley y deben ser aplicados según 
la especialidad de la institución.
Las autoridades de control y vigilancia como el Ministerio, la ane, la sic y 
la crc24, para ejercer su potestad sancionatoria deben cumplir los principios del 
debido proceso, irretroactividad, tipicidad, responsabilidad, proporcionalidad, 
caducidad, derecho de defensa y presunción de inocencia.
Si se trata de reglamentar la contraprestación periódica que deben pagar los 
proveedores de redes y servicios como un porcentaje de los ingresos brutos, el 
Ministerio deberá tener en cuenta el principio de igualdad y los principios que 
orientan el sistema tributario25.
El principio de legalidad tributaria ha sido desarrollado por la Corte Cons-
titucional en diferentes pronunciamientos, en especial sobre los elementos del 
tributo: el hecho generador y el sujeto activo; y sobre el sistema y la metodología 
para que las autoridades administrativas definan la tarifa26.
Si la ley ordena realizar un proceso de selección objetiva y de convocatoria 
pública para otorgar el uso del espectro radioeléctrico (artículo 11), u otorgar 
la concesión para la prestación de los servicios de radiodifusión sonora por 
licencia o contrato (artículo 57), deberá cumplir los principios de igualdad, 
transparencia y libertad de concurrencia, y en caso de contratación estatal, los 
consagrados en el Estatuto de Contratación.
24 La crc ejerce facultad sancionadora en el caso de incumplimiento del proveedor de suministrar infor-
mación.
25 Puede verse corte constitucional. Sentencias C-455 de 1994 (MP: josé gregorio hernández); 
C-155 de 2003 (MP: eduardo montealegre l.) y C-1171 de 2005 (MP: álvaro tafur).
26 Puede verse corte constitucional. Sentencias C-455 de 1994; C-482 de 1996; C-583 de 1996; C-987 
de 1999; C-816 de 1999 y C-251 de 2002.
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Los principios generales también dependerán de las reglas especiales de la 
institución jurídica, como es el caso de la expropiación forzosa, la responsabili-
dad del Estado y la potestad reglamentaria. Para entender el funcionamiento de 
un sector del ordenamiento y su aplicación, como los principios de favorabilidad 
en el derecho sancionador; los principios de equidad, eficiencia y progresividad 
en el sistema tributario y los principios de irrenunciabilidad y remuneración 
mínima vital en el derecho laboral. Para explicar la esencia o contenido de un 
sistema jurídico o Estado social, como el principio de legalidad, la división de 
poderes separados y armónicos, la igualdad, la democracia y la libertad.
En materia de tic y de telecomunicaciones, serán de aplicación los principios 
generales especiales de las instituciones del sector, denominados orientadores, 
como el servicio universal y la prioridad del acceso a las tic, la protección de 
usuarios y el derecho a la competencia, según los artículos 2.º y 7.º de la ley. 
2 .  la  j e ra rqu  a  d e  lo s  p r i n c i p i o s 
g e n e ra l e s  d e l  d e r e cho.  s u  p ond e rac i n
Los principios generales del derecho tienen que jerarquizarse como cualquier 
otra norma en razón de la autoridad que los dicta. Sin embargo, tales principios 
no pueden tener una posición jerárquica única teniendo en cuenta la triple 
función que desempeñan, como fundamento del orden jurídico, orientadores 
de la labor interpretativa y fuente en caso de insuficiencia de la ley27.
La consagración legal y genérica de los principios generales del derecho en 
la reciente Ley de tic, y el ámbito de la especialidad en la aplicación de estos 
principios, según la materia regulada, implica analizar cuáles de los principios 
generales del derecho deberían ser aplicables, en caso de colisión o confronta-
ción entre ellos.
Pueden ser amplios y variados los principios generales del derecho que 
pueden ser esgrimidos para su aplicación en una situación jurídica específica, 
máxime si tienen jerarquía de ley sin distingos ni denominaciones expresas, y 
es posible que resulten varios de ellos aplicables y a su vez contradictorios en 
una actuación de la administración o de los particulares.
A diferencia de la estructura técnica de la regla que siempre “[…] está 
organizada sobre la base de la previsión de supuestos de hecho, cuya presencia 
determina la aplicación inmediata de las consecuencias jurídicas previstas en 
27 Pueden verse: R. chapus. El valor jurídico de los principios generales del derecho y de las otras reglas juris-
prudenciales del derecho administrativo, D. Chr. 1966. R. carré de malberg. Teoría general del Estado, 
México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1988. muñoz machado. Ob. cit., p. 83.
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aquellas”28, y por ende de la aplicación de una u otra regla, los principios admiten 
un mayor o menor grado de aplicación, y si se quiere una aplicación preferente, 
sin que por ello se considere invalidado el principio desplazado.
Sobre los principios generales del derecho emanados en forma implícita o 
explícita del ordenamiento positivo, el primer supuesto de aplicación sería la 
jerarquía de la norma en la cual se encuentra consagrado en forma implícita o 
explícita el principio general del derecho, y por ende, la aplicación prevalente 
en los mismos términos del valor jerárquico de la norma. 
Sin embargo, puede suceder que en la misma Constitución o en la misma 
jerarquía de ley se encuentren consagrados principios generales del derecho 
que resulten contrarios en su aplicación. Habría que determinar la aplicación 
preferente del principio general del derecho según su ámbito de especialidad. 
Estas situaciones y los valores que pretende preservar el principio general 
del derecho han determinado la utilización de métodos de ponderación para 
esclarecer cual de los principios afectados tiene que ser aplicado. 
Para ello, se considera que deben primar aquellos principios que mejor fa-
vorezcan los valores constitucionales en los cuales se ha estructurado la Carta, 
como la democracia participativa y pluralista, la libertad, y la prevalencia del 
interés general como algunos de los valores citados en el artículo 1.º.
Se trata de un método de ponderación de valores, utilizados por las juris-
prudencias constitucionales alemana y estadounidense. Entre estas técnicas 
se identifica la conocida como balancing test, utilizada por el tribunal supremo 
estadounidense en relación con la libertad de expresión, y posteriormente usada 
como referencia común en toda operación de interpretación constitucional. Se 
trata de reconocer la posición preferente de algunos principios, o directamente 
de algunas libertades cuya regulación tiene una estructura principal. Se cita la 
jurisprudencia alemana y la jerarquización de los principios, que se inician con la 
dignidad humana, y los derivados de los derechos de libertad y de igualdad29.
 
C .  lo s  p r i n c i p i o s  g e n e ra l e s  d e l  d e r e cho  e n  la 
ac t uac i n  d e  la  a dm i n i s t rac i n.  e l  c on t ro l 
d e  l e g a l i da d  y  s u  d i s c r e c i ona l i da d
Dada la consagración expresa en la Ley de tic, no existe duda de que la actua-
ción de la administración debe acatar los principios generales del derecho, y 
28 alexy, en cita de muñoz machado. Ob. cit., pp. 70 y 71.
29 muñoz machado. Ob. cit., pp. 70 y 71.
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esto supone su previo reconocimiento, y genera la dificultad ya señalada sobre 
la incertidumbre en su identificación.
Sin embargo, la tendencia a su incorporación en el ordenamiento positivo 
ha llevado a que la casi totalidad de los principios generales del derecho cabe 
entenderlos incorporados en las normas de la Constitución, o plasmados en 
disposiciones legales, con independencia de su reconocimiento expreso, y por 
ello la inicial dificultad en su aplicación disminuye dada su constitucionalización 
y legalización. Además, la reconocida importancia pretoriana en la identificación 
de los principios generales del derecho, y su aporte por la jurisprudencia, podrá 
ser un elemento valioso para que la administración, a propósito de esgrimir la 
existencia del principio, se apoye en la jurisprudencia de nuestros máximos 
tribunales donde se considere la existencia de una institución como principio 
general del derecho.
1 .  lo s  p r i n c i p i o s  g e n e ra l e s  d e l 
d e r e cho  e n  e l  c on t ro l  d e  l e g a l i da d 
d e  la  ac t uac i n  d e  la  a dm i n i s t rac i n 
Los principios generales del derecho, al ser reconocidos como disposición 
legal y no obstante cierto grado de indeterminación, hacen parte del control 
de legalidad en la actuación de la administración. Por tal razón el principio de 
legalidad de la administración no es sólo su obligación de adecuar su conducta 
a la norma de derecho o la juridicidad, sino que encuentre un fundamento 
directo o indirecto en la ley o norma superior.
Por su parte, el juez administrativo podrá analizar con mayor amplitud si 
la actuación de la administración se ciñó a los preceptos legales expresos, y 
a los indeterminados y determinables como son los principios generales del 
derecho aplicables en forma directa según el artículo 1.º de la Ley de tic. No 
se limitará a su aplicación supletoria frente a lagunas de ley, y tampoco como 
criterio auxiliar de la actuación judicial, lo cual es posible pero incompleto en 
la aplicación de los principios.
2 .  e l  p r i n c i p i o  g e n e ra l  d e l  d e r e cho  y  la 
p ot e s ta d  d i s c r e c i ona l  d e  la  a dm i n i s t rac i n
La facultad discrecional de la administración y en el sector de tic y las amplias 
facultades otorgadas a la Comisión de Regulación dentro del reconocimiento 
de cierta discrecionalidad técnica en sus actuaciones deben siempre apoyarse 
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en la ley, y no puede confundirse con la facultad de llenar los vacíos de ley o de 
completarla, como lo ha reconocido la Corte Constitucional30.
No se trata de calificar la discrecionalidad como desarrollo del principio de 
autonomía de la voluntad propia del derecho privado donde es posible realizar 
cualquier actuación que no esté expresamente prohibida. La discrecionalidad 
de las comisiones de regulación encierra siempre una permisión expresa en la 
ley que le permita asumir competencia, aunque con cierto margen de libertad 
para apreciar diversas soluciones posibles.
Tampoco puede confundirse la facultad discrecional con la aplicación de 
los principios generales del derecho, pues se trata de dos instituciones distintas. 
La actuación del órgano regulador puede sustentarse, entre otras fuentes, en 
principios generales del derecho, con mayor razón a partir de la Ley de tic, 
pero no constituyen el límite de su actuación, ni son aptos por sí solos para 
determinar el alcance y contenido de la potestad discrecional. 
Lo anterior no significa tampoco que en ejercicio de la potestad discrecional 
y sustentada en su mayor libertad de apreciación de los hechos puedan desco-
nocerse los principios generales del derecho. Por el contrario, los principios de 
proporcionalidad y adecuación de la medida así como su motivación confluyen 
en un debido control de la actuación marcada por la discrecionalidad.
I I .  lo s  p r i n c i p i o s  o r i e n tado r e s  e n  la  l ey 
d e  t e cno log  a s  d e  la  i n f o rmac i n 
y  la s  c omun i c ac i on e s
Los principios son normas en sentido amplio que establecen la aplicación de 
un valor o un bien jurídico para ser realizado en la mayor medida posible, de 
acuerdo con las consideraciones específicas de la especialidad.
Los principios orientadores de la Ley de tic consagrados en su artículo 2.º 
otorgan seguridad jurídica en la interpretación de la ley, pues se trata de ins-
tituciones específicas y especiales que corresponden a la naturaleza del sector, 
y guardan consonancia con los principios generales del derecho que tendrán 
aplicación según el ámbito de especialidad de la materia, como se expuso.
30 corte constitucional. Sentencia 1162 de 2000, exp. 2863 (MP: josé gregorio hernández).
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A .  c on s i d e rac i on e s  g e n e ra l e s  s o  r e 
e l  p r e mu lo  d e  la  no rma  a p l i c a  l e 
a  todo s  lo s  p r i n c i p i o s  o r i e n tado r e s
La introducción de la norma consagra:
La investigación, el fomento, la promoción y el desarrollo de las tecnologías de la in-
formación y las comunicaciones son una política de Estado que involucra a todos los 
sectores y niveles de la administración pública y de la sociedad, para contribuir al de-
sarrollo educativo, cultural económico, social y político e incrementar la productividad, 
la competitividad, el respeto a los derechos humanos inherentes y la inclusión social.
Las tecnologías de la información y las comunicaciones deben servir al interés general 
y es deber del Estado promover su acceso eficiente y en igualdad de oportunidades, a 
todos los habitantes del territorio nacional.
Se trata de una política de Estado, como lo reconoce el texto, más que de un 
principio orientador de la ley, tendente al desarrollo de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones que en su carácter genérico permea a todos 
los sectores de la administración pública y de la sociedad, y es el instrumento 
fundamental para el desarrollo integral de un Estado, en el acceso a la sociedad de 
la información y del conocimiento, como lo reconoce el artículo 3.º de la ley.
Se pasa de un estadio inicial de regulación del ordenamiento de las teleco-
municaciones, en sus bienes y servicios y las potestades del Estado en relación 
con ellas y con sus operadores y usuarios, a una determinación de una política 
pública para el acceso y uso de las tecnologías de la información y las comuni-
caciones que incorpora todos los bienes y medios que permitan la voz, datos, 
texto, video e imágenes, incluidos los contenidos, y que resultan esenciales para 
el desarrollo integral de todos los habitantes del territorio nacional. 
No es en estricto sentido una ley de regulación de un servicio público. Lo 
es parcialmente, pero su ámbito de aplicación es más amplio y comprende 
a todos los actores que puedan participar, como industrias manufactureras, 
comerciales y de servicios y que de una u otra forma recojan, procesen, creen, 
transmitan o simplemente muestren datos e información electrónica, según el 
artículo 9.º de la ley. 
La lectura de la ley obliga a diferenciar, a nuestro juicio, dos grandes ám-
bitos, para saber si su regulación es aplicable a todo el sector de las tic o a una 
parte de él: aquellas instituciones relacionadas en forma exclusiva con el sector 
de las telecomunicaciones, y denominadas “provisión de redes y servicios de 
telecomunicaciones”, que, en nuestro sentir, también incorporan los recursos 
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escasos de espectro radioeléctrico, numeración y bienes de uso de espacio 
público y aún de propiedad privada cuando resulten escasos y necesarios para 
garantizar la competencia31, y aquellas instituciones relacionadas con el sector 
de las tecnologías de la información y las comunicaciones, que tiene amplio 
desarrollo en la ley. 
El preámbulo de la norma ya contiene un concepto de vital importancia 
como es el derecho de acceso a las tic, y se extraña en el contenido de la ley que 
no exista un título completo que consagre la regulación del acceso universal a 
las tic32, no obstante el marcado acento de dejar a salvo y en claro las facultades 
de intervención del Estado, y la gran influencia del derecho administrativo que 
se observa en su contenido. 
Hacemos referencia a lo que podría denominarse el nuevo servicio universal 
de las tic y no limitado a las telecomunicaciones, en la medida en que incor-
pora un elemento fundamental de este concepto como es el deber del Estado, 
dentro de su protección a la finalidad social, de garantizar el acceso a todos los 
habitantes del territorio nacional, en condiciones de eficiencia e igualdad de 
oportunidades. Este mandato del Estado se reitera al final del primer inciso del 
artículo 1.º, y se complementa al desarrollar el primer principio orientador. 
Se despejan también las dudas sobre el sector de las telecomunicaciones y de 
las tic, que si bien están estructurados a partir del derecho a la libre competencia, 
deben servir al interés general, por la importancia de garantizar el acceso a las 
tic reconocida en el artículo 1.º. Es más: la ley en este preámbulo, sin calificarlo 
de tal, deja en claro que las tic son inherentes a la finalidad social del Estado, y 
debe asegurarse el acceso a todos los habitantes del territorio nacional.
Estas afirmaciones de la ley suscitan un interrogante respecto de la califica-
ción que debe darse a los servicios derivados del uso de las tic, diferentes de los 
de telecomunicaciones, para asegurar la investigación, su fomento, promoción 
y desarrollo, y el grado de intervención del Estado para garantizar su acceso 
universal y con condiciones de igualdad y eficiencia que supone una calidad 
31 Las infraestructuras que soportan las redes, y elementos de red, dentro del marco de concepto de 
instalaciones esenciales regulado en la Ley 71 de 2000 y que al parecer conserva vigencia. Con las 
obligaciones de coubicación, son dos ejemplos de afectación del derecho de propiedad en beneficio del 
instrumento de la competencia para preservar el interés general, y que requiere de fundamento legal 
expreso y legitimación de la medida por el órgano regulador.
32 Una institución tan importante como el servicio y acceso universal de las telecomunicaciones o de las 
tic no puede dejarse al simple marco contractual diferente de cada contrato que celebre el Fondo de 
Comunicaciones, hoy Fondo de tic. Ni el antiguo Decreto Ley 1900 de 1990 ni la actual Ley de tic 
lo consagran. Es necesario un desarrollo reglamentario de la institución con fundamento en el marco 
general de las tic, para que existan reglas claras, objetivas y uniformes en el cumplimiento de este 
objetivo, y en deslindar su contenido y aplicación. 
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determinada. La ley no las califica como servicio público y no obstante parecen 
tener una correspondencia con los servicios públicos regulados en los artículos 
365 y siguientes de la Carta, por lo menos en su finalidad social que el Estado 
debe asegurar.
En efecto, el enunciado de la norma constitucional consagra que los servicios 
públicos son inherentes a la finalidad social del Estado, y es su deber asegurar 
su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional, que guarda 
consonancia con la regulación de la Ley de tic.
Las telecomunicaciones, entendidas en su concepto de provisión de redes 
y servicios, siguen considerándose un servicio público bajo la titularidad del 
Estado, según el artículo 10.º de la ley, pero no así el acceso y uso de las tic. Por 
ello, los bienes inherentes al servicio, como las redes de telecomunicaciones y 
los recursos escasos, tienen un grado alto de intervención como garantía de la 
competencia. Tal sucede con la obligatoriedad de la interconexión de redes, y 
el deber de evitar la concentración en los recursos escasos.
Independiente de su calificación legal o de la ausencia de tal calificación 
como servicio público, lo cierto es que existe un grado relevante de intervención 
del Estado para asegurar el acceso universal a las tic en condiciones y calida-
des suficientes, que le permite utilizar instrumentos similares al del servicio 
universal de las telecomunicaciones. 
Estas consideraciones permiten afirmar que la ley está garantizando un 
servicio universal a las tic, con las propias especificidades de las normas de la 
ley, aunque los servicios inherentes al uso de las tic no estén calificados como 
servicio público. 
El servicio universal, que ha sido considerado el bastión o desarrollo más 
importante del concepto genérico del servicio público en el sector de las tele-
comunicaciones, puede ser ampliado por norma legal para incorporar todos los 
elementos que aseguren el acceso de todos los habitantes del territorio nacional 
a las facilidades de voz, datos, videos e imágenes en condiciones asequibles y 
con una calidad determinada. La ley parece ir más allá cuando señala que las 
condiciones de acceso deben ser eficientes, y por ende consagra una mayor 
exigencia sobre la calidad del servicio frente al servicio universal de las teleco-
municaciones, el cual puede tener diferente nivel según su especificidad y las 
condiciones del lugar de su prestación. 
En el derecho comparado la tendencia se orienta efectivamente a la amplia-
ción del concepto de servicio universal. La Directiva 22 de 2002 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, concordante con el cambio surgido de la Directiva 
Marco, al reconocer la convergencia del sector de las telecomunicaciones con 
los sectores informáticos y de audiovisuales, regula el servicio universal con un 
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concepto más amplio de las telecomunicaciones, los conceptos de las redes y 
los servicios de comunicaciones electrónicas. En su artículo 1.º menciona como 
objeto el garantizar la existencia de servicios de comunicaciones electrónicas 
disponibles al público, de buena calidad, a través de una competencia y de una 
libertad de elección real, y tratar las circunstancias en que las necesidades de los 
usuarios finales no se vean atendidas de manera satisfactoria por el mercado.
B .  a n  l i s i s  d e  lo s  p r i n c i p i o s  o r i e n tado r e s 
d e  la  l ey  d e  t e cno log  a s  d e  la 
i n f o rmac i n  y  la s  c omun i c ac i on e s
La redacción formulada por el legislador no corresponde al concepto de princi-
pios que resultan orientadores en los criterios de interpretación de las normas, 
y aún aplicables en una controversia, por cualquier operador jurídico y no solo 
por la administración. El texto de la ley parece referirse más que a principios 
a políticas del Estado que corresponden a mandatos de optimización, no ne-
cesariamente de realidades, o por lo menos a obligaciones del Estado para el 
desarrollo de las tic.
Esta afirmación se hace por cuanto en casi todos los denominados principios 
se menciona que el Estado colaborará en el acceso a las tic; el Estado propiciará 
la libre competencia; el Estado fomentará el uso eficiente de la infraestructura 
y recursos escasos; el Estado velará por la protección de los derechos de los 
usuarios; el Estado garantizará la neutralidad tecnológica y, finalmente, el Estado 
propiciará los derechos a la comunicación, la información, la educación y los 
servicios básicos de las tic. 
La importancia puede ser sustancial, pues si se acoge la tesis de obligaciones 
del Estado no serían aplicables como fundamento del ordenamiento jurídico, 
como orientador de la labor de interpretación de la norma, o como fuente en 
caso de insuficiencia de la ley, y se traduciría en obligaciones o mandatos exigidos 
sólo al Estado, en especial a la administración. Tampoco serían exigibles a los 
proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones, y a quienes participan 
en las industrias manufactureras y de servicios que hacen parte de las tic, según 
el artículo 9.º de la ley.
La Ley de tic resulta un avance para adecuar la normatividad al desarrollo 
del sector, y para ampliar el ámbito de su aplicación al sector de las tecnologías 
de la información y las comunicaciones, y no solo de las telecomunicaciones. No 
obstante, la ley adolece de defectos técnicos en su redacción, de contradicciones 
y de aspectos que será necesario esclarecer con el avance de la jurisprudencia y 
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que son en algunos casos aspectos sustanciales, como es el caso de los principios 
orientadores. 
A pesar de su redacción, consideramos que se trata de reales principios 
orientadores pese a las deficiencias y contradicciones en el contenido de la 
norma, y aplicables a todas las autoridades y entidades o personas públicas o 
privadas que intervienen en el sector de tic, pues así se infiere de una interpre-
tación sistemática del texto mandatorio de los principios, concordante con una 
interpretación finalista y armónica con la exposición de motivos de la ley y con 
el contenido del artículo 1.º y el preámbulo del artículo 2.º de la ley.
Para el efecto, bastaría revisar el principio del acceso universal a las tic. 
La prioridad para el acceso y uso de las tic en desarrollo del interés general 
sustenta la facultad de intervención del Estado para el logro de este objetivo, y 
debe entenderse que los particulares y proveedores que intervienen en el sector 
deben colaborar, bajo reglas razonables, proporcionales y no discriminatorias, 
pues además así se contempla en los contenidos que pueden dar lugar a la in-
tervención del Estado, según el artículo 4.º de la ley.
A continuación se presenta el texto de cada uno de los principios orienta-
dores y los comentarios pertinentes:
1 .  e l  p r i n c i p i o  d e  ac c e s o  y  u s o  d e  la s  t i c
1. Prioridad al acceso y uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 
El Estado y en general todos los agentes del sector de las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones deberán colaborar, dentro del marco de sus obligaciones, 
para priorizar el acceso y uso a las tecnologías de la información y las comunica-
ciones en la producción de bienes y servicios, en condiciones no discriminatorias 
en la conectividad, la educación los contenidos y la competitividad.
Se presentan las siguientes observaciones al texto:
a. El acceso universal como prioridad
Corresponde a una visión de mayor ámbito de aplicación que el de las telecomu-
nicaciones, como ya se expuso, relacionada con el acceso universal a las tic.
Es importante advertir que la ley califica como una prioridad el acceso y uso 
de las tic, calificación que no utiliza para los otros principios orientadores. Esta 
prioridad en el acceso a las tic comprende la producción de bienes y servicios 
en condiciones no discriminatorias. Por ende, cualquier bien o servicio de las 
industrias manufactureras, comerciales y de servicios que comprenden el sector 
de tic, según el artículo 9.º de la ley, estaría comprendido en este principio del 
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acceso universal y en las facultades de intervención del Estado para promover 
este acceso, según el numeral 2 del artículo 4.º de la ley. 
Este mandato legal coloca en manos del Estado importantes instrumentos 
para la prevalencia del interés general, y pone de presente a los particulares que 
intervienen en estas industrias una mayor limitación a la autonomía de voluntad 
en su actividad comercial y a las reglas del mercado. 
Es necesario señalar, por otra parte, que el acceso a las tic no se consagra 
en forma expresa en el artículo 7.º de la ley como criterio prevalente de inter-
pretación, como sí lo hace con el derecho a la competencia y la protección de 
los usuarios.
A nuestro juicio, esta proposición no indica que el acceso universal pierda 
su prevalencia o prioridad en el ordenamiento de los principios, pues el preám-
bulo del artículo 2.º que abarca todos los principios es muy claro en señalar la 
finalidad social del Estado para promover el acceso eficiente y en igualdad de 
oportunidades a todos los habitantes del territorio nacional. Además, en el mar-
co del principio de protección de los usuarios que sí se consagra como criterio 
prevalente de interpretación, el derecho principal que debe ser protegido para 
beneficio del usuario es el derecho de acceso a los bienes y servicios de las tic, 
y no solo los servicios, como parece darlo a entender la definición de usuario 
consagrada en la reciente Resolución 202 del 8 de marzo de 2010 expedida por 
el Ministerio de tic.
Por ello, la ley mantiene las dos grandes columnas del desarrollo del sec-
tor de las telecomunicaciones, y ahora de las tic. Por una parte, la libre y leal 
competencia que debe protegerse como el mejor instrumento para el logro 
del interés general de mayor cobertura, y mejores calidades y precios para los 
usuarios. Por otra parte, el servicio o acceso universal como finalidad social del 
Estado con miras en servir al interés general, en especial para la población de 
sectores marginados, cuando las simples normas del mercado y de la compe-
tencia no logren el cometido de garantizar sus derechos a la información, a la 
comunicación, a la educación y a la sociedad del conocimiento.
b. Consonancia de los principios de prioridad al acceso universal de las tic, 
y el derecho a la comunicación, la información, la educación y los servicios 
básicos de las tic
Este principio tiene consonancia con el séptimo principio relacionado con la 
necesidad de propiciar que todo colombiano tenga el derecho de acceso a las tic 
que permitan el ejercicio pleno de derechos fundamentales y constitucionales, en 
especial la libertad de expresión, y sus derechos derivados de pensamiento y de 
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opinión, así como el de recibir información veraz e imparcial. También, el derecho 
a la educación y el acceso al conocimiento a los bienes y valores de la cultura. 
El séptimo principio, que corresponde al derecho a la comunicación, la 
información, la educación y los servicios básicos de las tic, complementa la 
formulación del acceso universal cuando señala que el Estado establecerá pro-
gramas para que las poblaciones más desfavorecidas tengan acceso y uso a las 
plataformas de comunicación, e incorpora en este concepto de acceso universal 
a las tic dos temas fundamentales: el servicio de Internet y los contenidos in-
formáticos y de educación integral.
El instrumento legal para el logro de objetivos tan ambiciosos como el acceso 
a la sociedad del conocimiento por toda la población tiene una consagración legal, 
y corresponde en especial al Estado garantizar los medios y recursos suficientes 
para que sea una realidad en el desarrollo integral del país.
c. La prioridad en el acceso universal a las tic comprende el sector de contenidos
En la mayoría de las legislaciones se mantiene un régimen diferente entre el 
sector de las telecomunicaciones o de las comunicaciones electrónicas y el de los 
contenidos. En Colombia se acoge un modelo distinto para regular dentro del 
sector de tic los contenidos por lo menos como elemento y parte del concepto 
de acceso universal.
El principio de prioridad del acceso universal a las tic consagra en forma 
expresa la no discriminación para el acceso a contenidos consonante con el 
séptimo principio que reitera la obligación del Estado de establecer programas 
para la población más desfavorecida en el acceso y uso a contenidos informáticos 
y de educación integral.
d. Las condiciones de no discriminación para los usuarios en la provisión de 
los bienes y servicios que comprenden las tic
El principio consagra que la producción de bienes y servicios para el acceso y uso 
de las tic como una prioridad debe realizarse en condiciones no discriminatorias 
en la conectividad, la educación, los contenidos y la competitividad.
Es una obligación para los actores del sector que no se aplique ninguna clase 
de discriminación al usuario, incluido su carácter corporativo o residencial, 
o su calidad de gran cliente o pequeño cliente. Cuando un usuario requiera 
los servicios de un proveedor por medio de los centros de atención al cliente, 
presenciales, telefónicos o virtuales, no podrán discriminar al cliente para ga-
rantizar su derecho de acceso priorizando al cliente corporativo y limitando o 
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disminuyendo la calidad del derecho a la información y atención al usuario. Esto 
sucede hoy por parte de algunos operadores de servicios de telecomunicaciones. 
Este derecho de acceso incorpora los derechos de información, de selección, de 
reclamación, de trato no discriminatorio, según el artículo 37 de la ley. 
En la práctica es muy diferente, y existe una marcada discriminación de 
trato en los servicios de telecomunicaciones que afecta el derecho de acceso 
de los usuarios y que prioriza la atención y solución de los temas del servicio 
para los grandes clientes y los clientes corporativos. Nada se opone a permitir 
condiciones de atención preferencial no prohibidas por la ley, siempre que no 
afecten el acceso a las tic por todos los usuarios en igualdad de condiciones, 
en especial su oportunidad y derechos consecuentes del acceso consagrados a 
favor de ellos. 
Los mismos efectos son aplicables para el acceso de los usuarios a la edu-
cación, los contenidos y la competitividad.
2 .  e l  p r i n c i p i o  d e  l i  r e  c omp e t en c i a 
[…]
 2. Libre competencia. El Estado propiciará escenarios de libre y leal competencia que 
incentiven la inversión actual y futura en el sector de las tic y que permitan la con-
currencia al mercado, con observancia del régimen de competencia, bajo precios de 
mercado y en condiciones de igualdad. Sin perjuicio de lo anterior, el Estado no podrá 
fijar condiciones distintas ni privilegios a favor de unos competidores en situaciones 
similares a las de otros y propiciará la sana competencia.
Se presentan los siguientes comentarios:
a. El derecho a la libre competencia como estructura básica de la Ley de tic
Se mantiene el régimen de libertad de competencia para los proveedores de 
redes y servicios de telecomunicaciones y para quienes participan en las acti-
vidades manufactureras y comerciales de los bienes y servicios que componen 
el sector de las tic.
Este mandato tiene un criterio prevalente de interpretación en la ley, según 
el artículo 7.º de ésta, y es reiterado al consagrar las facultades de intervención 
del Estado (4.5); al señalar las funciones de la Comisión de Regulación de 
Comunicaciones para promover y regular la libre competencia en la provisión 
de redes y servicios de telecomunicaciones (22.2 y 22.3), dentro de su función 
general de promoción de la competencia, y para intervenir en la regulación de 
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precios a los usuarios de los servicios de telecomunicaciones, si no hay suficiente 
competencia o se presenta una falla en el mercado (23); y al consagrar los prin-
cipios del acceso uso e interconexión para promover la libre y leal competencia 
y evitar el abuso de posición dominante (50). 
La Ley de tic encuentra consonancia con la Ley 1340 de 2010, en la cual 
se unifica la función de la autoridad nacional de la competencia en la Superin-
tendencia de Industria y Comercio, como autoridad para sancionar las infrac-
ciones al régimen de competencia de los sectores de las telecomunicaciones y 
de las tic.
b. Las características de los precios de mercado y condiciones de igualdad en 
el principio de libre competencia
El principio de igualdad es el sustento básico del derecho a la competencia, y 
resulta consonante su incorporación en este principio, que se reitera al señalar 
que el Estado no puede desconocerlo si se trata de operadores en condiciones 
y situaciones similares.
La regla consagrada en el principio para aplicar precios del mercado suscita 
algunas dudas, pues entendemos que no tiene una definición legal, por lo menos 
para el sector de telecomunicaciones, y es sabido que la intervención econó-
mica en el mercado, especialmente la regulatoria para garantizar precisamente 
la promoción de la competencia, puede señalar precios de bienes y servicios 
entre operadores y frente a usuarios que no se rijan por las simples reglas del 
mercado sino por principios como el costo eficiente más utilidad razonable 
cuando son esenciales y no resultan fácilmente sustituibles por razones técnicas 
o económicas.
El precepto podría entenderse según su redacción, bajo la aplicación obliga-
toria y universal de los precios del mercado para servicios de telecomunicaciones. 
Si ello fuera así, sería precisamente dejar sin contenido la facultad del Estado 
para intervenir cuando el mercado no funciona en forma adecuada o cuando 
los fines sociales a cargo del Estado no se encuentran satisfechos. 
Es necesario un análisis sistemático de la disposición en el marco de las 
demás disposiciones de la ley para determinar los casos de aplicación de los 
precios de mercado, o de las otras alternativas previstas por la ley. 
La crc tiene la facultad de establecer la remuneración por el acceso y uso de 
redes e infraestructura (22.3), el valor de uso de las instalaciones o facilidades 
esenciales y la coubicación en el marco de una interconexión de redes, y para 
ello utiliza el principio de precios basados en costos más una utilidad razonable 
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(50.3) que puede no ser la misma de los precios de mercados a que se refiere 
la ley en este punto.
El precio de mercado es un concepto económico de aplicación en la vida 
diaria y corresponde al precio al que un bien o servicio puede adquirirse en un 
mercado concreto. Se establece mediante la ley de la oferta y la demanda confor-
me a las características del mercado en cuestión. El estudio del precio de mercado 
tiene interés principalmente en microeconomía33. En un mercado libre el precio 
del equilibrio es determinado por la ley de la oferta y la demanda, y entran en 
aplicación los conceptos de competencia perfecta y de la falla del mercado por 
competencia imperfecta que plantea excepciones a esta hipótesis.
El precio de mercado es sólo una forma de establecer el valor monetario 
de un bien o de un servicio. Existen otros como el costo histórico, el costo de 
producción del bien o servicio, el valor presente, el costo eficiente, entre otros. 
Además, se trata de un mercado intervenido, y por lo tanto la información 
correcta sobre los precios puede ser distinta de los simples juegos de la oferta 
y de la demanda.
Por otra parte, la ley no aclara a qué bienes o servicios se refiere cuando 
señala que deben proveerse a precios de mercado.
Si se trata de los precios a los usuarios por los servicios de telecomuni-
caciones, existe norma especial en el artículo 23 que permite la intervención 
de la crc y por ende la no fijación libre de precios cuando no existe suficiente 
competencia, se presenta una falla en el mercado o la calidad de los servicios 
no se ajusta a los niveles exigidos. Por consiguiente, no es cierto que para estos 
precios se apliquen siempre los precios de mercado.
Igual puede suceder con aquellos bienes o servicios que son escasos o esenciales 
para la garantía de la competencia o atienden a asegurar una interconexión de 
redes en condiciones razonables y proporcionadas, que es la mayor garantía para 
la competencia. Hacemos referencia al valor de los cargos de acceso por el uso 
de la red; a las instalaciones o facilidades esenciales; a la coubicación y a recursos 
escasos como el espectro radioeléctrico. En estos casos, tampoco sería procedente 
establecer precios de mercado por la misma naturaleza de las prestaciones.
La aplicación de los precios de mercados consagrados en este principio para 
el régimen de competencia sería viable en un marco de competencia perfecta o 
por lo menos suficiente. En los demás casos debería analizarse, entre otros, la 
naturaleza específica de la prestación, la competencia suficiente en el mercado 
y su grado de intervención.
33 Enciclopedia libre Wikipedia: [http://es.wikipedia.org/wiki/Precio_de_mercado].
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La norma legal no establece distinción, y podría argumentarse que debe 
ser aplicada en todos los casos de fijación de precios para los bienes y servicios 
en el sector de tic. No obstante, existen otras normas en el contenido de la ley 
que consagran preceptos distintos para situaciones especiales, que obligan a 
una interpretación sistemática del concepto y de su aplicación en el marco de 
los bienes y servicios del sector de tic, y no con carácter indiscriminado.
En conclusión, la regla de los precios de mercado en el sector de tic re-
sulta aplicable como precepto general. En tratándose de bienes y servicios en 
el sector de telecomunicaciones deben tenerse en cuenta las normas especiales 
consagradas en la misma ley que consagran fijación de precios en condiciones 
distintas tanto para los usuarios de los servicios como entre proveedores de 
redes y servicios. 
3 .  e l  p r i n c i p i o  d e l  u s o  e f i c i e n t e  d e  la 
i n f ra e s t ru c t u ra  y  d e  lo s  r e c u r s o s  e s c a s o s
[…]
3. Uso eficiente de la infraestructura y de los recursos escasos. El Estado fomentará el desplie-
gue y uso eficiente de la infraestructura para la provisión de redes de telecomunicaciones 
y los servicios que sobre ellas se puedan prestar, y promoverá el óptimo aprovechamiento 
de los recursos escasos con el ánimo de generar competencia, calidad y eficiencia, en 
beneficio de los usuarios, siempre y cuando se remunere dicha infraestructura a costos 
de oportunidad, sea técnicamente factible, no degrade la calidad de servicio que el pro-
pietario de la red viene prestando a sus usuarios y a los terceros, no afecte la prestación 
de sus propios servicios y se cuente con suficiente infraestructura, teniendo en cuenta la 
factibilidad técnica y la remuneración a costos eficientes del acceso a dicha infraestructura. 
Para tal efecto, dentro del ámbito de sus competencias, las entidades de orden nacional y 
territorial están obligadas a adoptar todas las medidas que sean necesarias para facilitar 
y garantizar el desarrollo de la infraestructura requerida, estableciendo las garantías y 
medidas necesarias que contribuyan en la prevención, cuidado y conservación para que 
no se deteriore el patrimonio público y el interés general.”
Se presentan los siguientes comentarios:
a. El bien jurídico tutelado es la infraestructura que soporta la red y por tanto 
es diferente del concepto de red de telecomunicaciones. Limitación del con-
cepto jurídico
El principio se refiere al fomento y uso eficiente de la infraestructura para la 
provisión de redes y servicios de telecomunicaciones, y por lo tanto es distinto 
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del concepto de red de telecomunicaciones. La redacción de la norma los dis-
tingue cuando consagra el uso de la infraestructura para la provisión de redes 
de telecomunicaciones, como dos conceptos diferentes.
La Resolución 202 del 8 de marzo de 2010 expedida por el Ministerio de 
tic, por medio de la cual se expide el glosario de definiciones conforme a lo 
ordenado por el artículo sexto de la ley, consagra la definición de red de tele-
comunicaciones como el “Conjunto de nodos y enlaces alámbricos, radioeléctricos, 
ópticos u otros sistemas electromagnéticos, incluidos todos sus componentes físicos y 
lógicos necesarios que proveen conexiones entre dos (2) o más puntos, fijos o móviles, 
terrestres o espaciales, para cursar telecomunicaciones”. Los terminales no forman 
parte de la red. 
Se trata de un conjunto de bienes materiales o inmateriales vinculados bajo 
un concepto integral y funcional que permiten la comunicación entre dos o más 
puntos definidos para realizar la telecomunicación. 
Es diferente el concepto de la infraestructura sobre la cual se soporta la 
red de telecomunicaciones, tales como derechos de vía, postes, ductos, torres, 
y demás elementos e instalaciones físicas en general utilizados en la instalación 
de redes de telecomunicaciones. Estos elementos se consideran instalaciones 
esenciales para efectos de la interconexión, en los términos del artículo 21 de 
la Resolución 432 del 2000 de la Secretaría General de la Comunidad Andina, 
y por ende le son aplicables los principios del acceso y uso e interconexión, 
de trato no discriminatorio, transparencia, precios basados en costos más una 
utilidad razonable, libre y leal competencia, no abuso de posición dominante y 
no aplicación de prácticas que generen impactos negativos en las redes, según 
el artículo 50 de la ley. 
Las facilidades esenciales, denominadas en forma impropia “instalaciones 
esenciales”, hacen honor a su nombre y no se limitan al uso eficiente de bienes, 
sino también de servicios que no sean fácilmente obtenibles. 
En los elementos necesarios para la provisión de redes y servicios de te-
lecomunicaciones, la infraestructura entendida como bienes sobre los cuales 
se soporta la provisión de red es uno de los elementos que requieren la inter-
vención económica con el fin de garantizar su utilización eficiente por parte 
de los proveedores que la requieran. Esta necesidad de un bien puede también 
presentarse respecto de servicios que resulten necesarios para garantizar el uso 
de estos bienes. En ambos casos el concepto de instalación o facilidad esencial, 
como los bienes requeridos para la instalación de una red o como los servicios 
que sean suministrados en forma exclusiva o de manera predominante por un 
proveedor o número limitado de proveedores cuya sustitución con miras al su-
ministro de un servicio no sea factible en lo económico o en lo técnico, resulta 
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esencial para garantizar su utilización por parte de cualquier proveedor de redes 
y servicios que las requieran en las condiciones señaladas. 
Por consiguiente, debe asegurarse el uso eficiente de la infraestructura, y 
también el uso eficiente de las denominadas facilidades o instalaciones esen-
ciales, en los términos definidos en el anexo del “Cuarto Protocolo anexo al 
Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios con la Lista de Compromisos 
Específicos de Colombia Anexa”, hecho en Ginebra el 15 de abril de 1997, y 
aprobado por la Ley 671 de 2001, que no parece estar derogada al tenor de la 
confusa redacción del artículo 73 de la ley sobre vigencia y derogatorias. 
Para tal efecto, deberá interpretarse este principio de uso eficiente de la 
infraestructura en consonancia con las facultades otorgadas a la crc respecto 
de las instalaciones esenciales y recursos físicos, según el artículo 22 de la ley. 
b. La norma especial para remunerar el costo de la infraestructura, y por ende 
los elementos del precio, en forma diferente de la regla general de precios de 
mercado del principio de la competencia
Los costos de un bien son un elemento para la fijación del precio, y según el 
sistema de costos utilizado variará el cálculo del precio. De inicio se observa una 
contradicción con la regla de precios de mercado consagrada en el principio 
anterior de la libre competencia, y que se determina por las leyes de la oferta 
y de la demanda. 
A nuestro juicio, se trata de bienes que inciden en la provisión de redes 
y servicios de telecomunicaciones que deben tener una aplicación prioritaria 
por tratarse de norma especial, en guarda de la prioridad al acceso y uso de las 
tic consagrada en el preámbulo del artículo 2.º que desarrolla los principios 
orientadores. 
c. Contenido de las condiciones exigidas para el uso de la infraestructura. Su 
falta de claridad
La redacción de la norma es confusa, repetitiva y en algunos casos contradic-
toria, en especial cuando se refiere a la infraestructura y a las condiciones para 
su uso eficiente. 
Las condiciones para el despliegue y uso eficiente de la infraestructura están 
referidas a que sea técnicamente factible, no degrade la calidad del servicio del 
titular de la red ni afecte los servicios prestados por este titular, y, finalmente, 
que exista suficiente infraestructura, nuevamente teniendo en cuenta la facti-
bilidad técnica. 
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Resultan procedentes la factibilidad técnica y la no degradación de la red 
y de los servicios que presta el titular de ésta, para permitir el desarrollo y uso 
eficiente de la infraestructura, como elemento esencial para la provisión de redes 
y servicios, y corresponderá a la crc, en ejercicio de sus funciones, expedir la 
regulación de carácter general y particular en la materia, en especial sobre acceso 
y uso de instalaciones esenciales, recursos físicos y soportes lógicos necesarios 
para la interconexión.
Respecto de la condición de suficiente infraestructura, o en términos de la 
ley, “[…] siempre y cuando […] se cuente con suficiente infraestructura […]”, 
no es entendible el concepto que debe aplicarse. Precisamente cuando no existe 
suficiente infraestructura es cuando debe intervenir el órgano regulador para 
garantizar su óptima utilización, y esa es precisamente la razón del concepto 
legal de facilidades esenciales o instalaciones esenciales. 
 
d. La evidente contradicción de la norma sobre la remuneración por costo eficiente 
o por costo de oportunidad para el uso de la infraestructura. Su interpretación
La norma consagra el fomento al despliegue y uso eficiente de la infraestructura 
para la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones, y de los recursos 
escasos, “siempre y cuando” se remunere dicha infraestructura a costos de 
oportunidad. Luego, en el mismo párrafo, consagra que debe existir una re-
muneración a costos eficientes del acceso a dicha infraestructura.
El costo de oportunidad o costo alternativo “designa el coste de la inver-
sión de los recursos disponibles, en una oportunidad económica, a costa de las 
inversiones alternativas disponibles, o también el valor de la mejor opción no 
realizada”34. 
Si se refiere a la gestión, el costo de oportunidad de una inversión es el costo 
de la no realización de una inversión y se mide por la rentabilidad esperada de 
los fondos invertidos. En principio, el rendimiento es como mínimo igual al 
costo de oportunidad. En finanzas se refiere a la rentabilidad que tendría una 
inversión considerando el riesgo aceptado, es decir teniendo en cuenta el riesgo 
de las inversiones o la inmovilidad del activo.
El costo eficiente corresponde al costo que debería tener el bien o servicio, 
si se usara en la forma más eficiente, conforme a parámetros establecidos, y ge-
neralmente es utilizado en el sector de telecomunicaciones para definir el valor 
34 Enciclopedia libre Wikipedia: [http://es.wikipedia.org/wiki/Costo_de_oportunidad]. Se cita el 
término acuñado por friedrich von wieser en su Theorie der gesellschaftlichen Wirtschaft (Teoría de la 
economía social, 1914).
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de prestaciones de servicios o bienes esenciales en un entorno de competencia, 
como los cargos de acceso y uso para la interconexión y las instalaciones o faci-
lidades esenciales. Su utilización busca evitar una barrera para los operadores 
que requieran entrar al mercado o hacer uso de estos bienes y servicios, y que 
no se les traslade la ineficiencia del propietario o poseedor del bien o servicio, 
mediante el cobro del costo real o el costo histórico.
El análisis de costo-eficiencia es una técnica mediante la cual se busca el 
camino más económico y expedito para alcanzar un objetivo, intentar obtener 
el máximo rendimiento de un volumen determinado de recursos. 
Bajo esta óptica, el artículo 22.11 consagra la función de la crc de señalar 
condiciones de oferta mayorista y provisión de elementos de red desagregados 
teniendo en cuenta los lineamientos de política del Ministerio de tic, y “ga-
rantizando la remuneración de los costos eficientes de la infraestructura y los 
incentivos adecuados a la inversión […]”.
Como se observa, la ley consagra en el mismo párrafo dos conceptos de 
remuneración distintos para un elemento vital como la infraestructura para la 
provisión de redes y servicios de telecomunicaciones, y generará controversias 
sobre cuál es el concepto que debe aplicarse cuando un proveedor titular de la 
infraestructura pretenda exigir el pago de una remuneración por su utilización 
por parte de otro proveedor. 
Consideramos que la interpretación de la ley debe orientarse por la forma 
que mejor garantice el desarrollo de los principios orientadores, con énfasis 
en la promoción y garantía de la libre y leal competencia y la protección de 
los derechos de los usuarios, según el artículo 7.º de la ley, y también para dar 
prioridad al acceso y uso de las tic. Además, debe considerarse la forma que 
más armonice con una interpretación sistemática de los otros preceptos de ley, 
en especial, los que consagran las funciones de intervención económica en el 
sector por parte de la crc, según el artículo 22.11 ya citado de la ley. 
Si corresponde a una infraestructura que resulte esencial para garantizar la 
competencia, es procedente la remuneración por costo eficiente para el acceso 
a las tic, por parte de los proveedores y usuarios de redes y servicios de teleco-
municaciones que requieran el uso de la infraestructura de propiedad de otro 
proveedor. Es una función específica asignada a la crc, la cual debe garantizar 
la remuneración de la infraestructura por costos eficientes, en el marco de su 
función general de promover la competencia. 
El sistema de costo eficiente para remunerar la infraestructura implica una 
serie de obligaciones para los proveedores de redes. En primer lugar, el deber de 
contabilidad de costos que se mantiene al nivel de bienes afectos al servicio. En 
segundo lugar, el desglose de los precios de los elementos de la infraestructura 
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y su desagregación para que el solicitante no deba pagar lo que no requiera. Y 
en tercer lugar, la necesidad de manejar cuentas separadas de la infraestructura, 
respecto de otros bienes y servicios. 
Consideramos que esta debe ser la interpretación que debe darse en la 
aplicación del principio, frente a su texto contradictorio. 
e. Los sistemas de remuneración por costos de oportunidad o por costo eficiente 
no se aplican para los recursos escasos
El acceso al espectro radioeléctrico como recurso escaso debe realizarse me-
diante un procedimiento de selección objetiva y previa convocatoria pública. 
Sólo podrá otorgarse el permiso para el uso de frecuencias de manera directa 
cuando el nivel de ocupación de la banda y la suficiencia del recurso lo permitan 
o cuando prime la continuidad del servicio o se requiera por la ampliación de 
la cobertura, según el artículo 10.º de la ley35. 
La numeración y demás recursos escasos diferentes del espectro son admi-
nistrados y autorizados por la crc, según el artículo 22.13. Aunque la norma no 
diferencia las clases de recurso escaso, esta asignación de funciones a la crc no 
puede entenderse en desmedro de las competencias constitucionales otorgadas 
a las entidades territoriales para regular su espacio público, que también puede 
comprender un bien escaso. 
Se trata de una regulación del espectro de carácter especial que dependerá 
de las reglas del proceso de selección objetiva que se elabore y donde el precio 
será un factor de ponderación para la selección objetiva de la mejor oferta. Por 
ello, el valor definitivo dependerá de los valores propuestos por los participantes 
en la convocatoria, diferente de un cálculo por el método de costo-eficiencia. 
La norma que consagra el principio de uso eficiente de la infraestructura 
se refiere a los recursos escasos para lograr su óptimo aprovechamiento, sin 
referirse a ellos cuando determina su remuneración por costos de oportunidad 
o por costos eficientes. 
35 Este artículo 10.º de la Ley 1341 de 2009 ha sido demandado por su posible inexigibilidad, dada la 
amplitud de los conceptos de continuidad del servicio, o cobertura, que permiten la asignación directa 
del espectro. A la fecha de redacción de este artículo no se ha proferido sentencia de la Corte Consti-
tucional. 
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f. Las obligaciones de las entidades públicas del orden nacional y territorial 
para facilitar y garantizar el desarrollo de la infraestructura, en armonía con el 
patrimonio público y el interés general
La prioridad al acceso y uso de las tic debe compaginarse con el despliegue 
y uso eficiente de la infraestructura como pilares para la consolidación de la 
sociedad de la información y del conocimiento, según el artículo tercero de la 
ley. Y estos principios sólo podrán lograrse si las entidades del orden nacional, 
y en especial las del orden territorial, facilitan y garantizan la instalación y el 
desarrollo de la infraestructura requerida para la provisión de redes y servicios 
de telecomunicaciones. Por ello, el principio consagra la obligación de las enti-
dades públicas de adoptar las medidas encaminadas a este objetivo.
Una infraestructura integral y de redes suficientes de última tecnología y 
su adecuado funcionamiento son la base para el acceso a la sociedad de la in-
formación, pues sin ellos no es posible el acceso al conocimiento. Debe tratarse 
de una política pública coordinada y armónica entre las autoridades nacionales, 
departamentales y locales, que debería reflejarse en un órgano permanente 
consultivo conformado por los máximos representantes de las autoridades y 
de los principales proveedores de redes y servicios, que tenga como prioridad 
el logro de este objetivo.
Aunque la norma legal no lo consagre, es posible y necesaria la coordinación 
eficiente de esta función administrativa, bajo el principio legal de colaboración 
de las autoridades y con fundamento en este principio orientador de la ley. 
Sería primordial que el Ministerio de tic liderara esta iniciativa y un órgano 
consultivo de esta clase lograra el cumplimiento del mandato optimizador de 
este principio y una estructura suficiente y óptima para el acceso de todos los 
habitantes del territorio nacional. 
El contenido de la norma legal es importante pero no suficiente y busca 
armonizar las acciones dispersas y a veces contrarias de entidades territoria-
les para el acceso a la sociedad de la información y que establecen barreras 
para la instalación de redes e infraestructuras cuando otorgan los permisos 
municipales o cuando con fines fiscalistas supeditan su instalación al cobro 
de contraprestaciones en favor del ente territorial. Se olvida que las tic y 
las telecomunicaciones son el eje fundamental para el desarrollo económico, 
educativo, cultural, social y político de la región, y afecta su productividad y 
competitividad (artículo 2.º). 
Sin embargo, este propósito no debe desconocer las competencias consti-
tucionales y legales de estas entidades en su ámbito territorial y en su espacio 
público. 
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Es necesario referirse a la evidente inconstitucionalidad del artículo 22.18 
cuando otorga a la crc la función de “resolver recursos de apelación contra actos 
de cualquier autoridad que se refieran a la construcción, instalación u operación 
de redes de telecomunicaciones”, pues no podría la ley otorgar a una entidad 
administrativa la calidad de superior jerárquico sobre otras entidades o admi-
nistraciones independientes que han sido creadas por la Constitución o ejercen 
funciones consagradas en ella. 
Se hace referencia a las entidades territoriales, y a la Comisión Nacional de 
Televisión (cntv), que tienen funciones constitucionales y gozan de autonomía 
para el ejercicio de sus funciones, según los artículos 287 y 76 respectivamente, 
de la Carta. 
No puede entenderse que la norma que otorga esta función a la crc para 
modificar los actos de cualquier autoridad relacionado con la construcción, 
instalación u operación de redes de telecomunicaciones cobija a las entidades 
públicas mencionadas, dada su contradicción flagrante con normas constitu-
cionales. 
4 .  e l  p r i n c i p i o  d e  p rot e c c i n 
d e  lo s  d e r e cho s  d e  lo s  u s ua r i o s
[…]
4. Protección de los derechos de los usuarios. El Estado velará por la adecuada pro-
tección de los derechos de los usuarios de las Tecnologías de la Información y de las 
Comunicaciones, así como por el cumplimiento de los derechos y deberes derivados 
del hábeas data, asociados a la prestación del servicio. Para tal efecto, los proveedores 
y/u operadores directos deberán prestar sus servicios a precios de mercado y utilidad 
razonable en los niveles de calidad establecidos en los títulos habilitantes o, en su de-
fecto, dentro de los rangos que certifiquen las entidades competentes e idóneas en la 
materia y con información clara, transparente, necesaria, veraz y anterior, simultánea 
y de todas maneras oportuna para que los usuarios tomen sus decisiones.
Se presentan los siguientes comentarios:
a. El principio se refiere a la protección de los usuarios de las tic y no solo de 
los usuarios de servicios de telecomunicaciones
El texto de la norma no deja dudas sobre la ampliación del concepto de usuario 
de las tic, es decir de quienes usen los bienes para la compilación, el procesa-
miento, almacenamiento y la transmisión de voz, datos, texto, video e imágenes. 
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Por ello, las industrias manufactureras, comerciales y de servicios cuyos pro-
ductos recogen, procesan, crean, transmiten o muestran datos e información 
electrónica están obligadas a respetar y proteger los derechos de los usuarios 
reseñados en forma sucinta en este principio.
b. El régimen de protección del usuario consagrado en la ley y asignado a la 
crc se refiere al usuario de los servicios de comunicaciones y no a los usuarios 
de las tic. Otras funciones de la crc
El artículo 53 de la ley señala: 
El régimen jurídico de protección al usuario, en lo que se refiere a servicios de comunicacio-
nes, será el dispuesto en la regulación que en materia de protección al usuario expida la 
crc y en el régimen general de protección al consumidor y sus normas complementarias 
en lo no previsto en aquella.
La ley utiliza diferentes terminologías, en algunos casos referidas a los servicios 
de telecomunicaciones y en otros a los servicios de comunicaciones, como sucede 
en el texto de esta norma. 
Es importante advertir que las funciones de la crc consagradas en este título 
no están referidas para los usuarios de las tic sino para estos últimos servicios de 
comunicaciones, y por ende los derechos consagrados en el artículo 53 corres-
ponden a los derechos de los usuarios de los servicios de telecomunicaciones, 
si se entendiera sinónimo del concepto de comunicaciones que utiliza la ley. 
La norma no señala en forma específica cuáles son las autoridades que de-
ben proteger los derechos de las tic, bien sea en su actividad regulatoria o de 
prevención ex ante, o de control y vigilancia para sancionar el desconocimiento 
de las normas que los protegen.
Podría argumentarse que el artículo 22.1 de la ley consagra como función 
de la crc la de establecer el régimen de regulación que maximice el bienestar 
de los usuarios sin diferenciarlos, y por ello, podrían entenderse comprendi-
dos los usuarios de las tic, en concordancia con el principio de protección del 
usuario del artículo 2. Sin embargo, bajo similar razonamiento también podría 
considerarse que se refiere sólo a los usuarios de servicios de comunicaciones, 
pues la ley los consideró de una especial importancia, a tal punto que consagró 
todo un título de protección a este usuario.
La realidad es que la ley no tiene la suficiente claridad en el tema de la 
competencia de la autoridad y de la clase de derechos de los usuarios de las tic, 
diferentes de los usuarios de comunicaciones. 
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Aun cuando se considere la competencia de la crc, no se encuentra claro el 
marco en el cual el órgano regulador pudiera desarrollar su función, en especial 
respecto de los derechos de los usuarios de las tic y de su ejercicio. 
– Las diferencias de la regulación para los usuarios de las tic y para los usuarios 
de servicios de telecomunicaciones
Respecto de la protección de los derechos de los usuarios de los servicios de 
telecomunicaciones, son claros sus derechos y la competencia en su regulación 
por parte de la crc, según los artículos 53 y siguientes. No sucede lo mismo 
respecto de los usuarios de servicios de las tic. 
Sobre los derechos de los usuarios de las tic, del principio orientador que 
consagra su protección podrían deducirse algunos derechos, pero no aparecen 
claros los límites y bases para que la crc ejerza su competencia de maximizar 
el bienestar de los usuarios.
Como las competencias de los funcionarios son de ley, podría existir duda 
de los límites sobre los cuales la autoridad regulatoria pudiera expedir actos 
de carácter general con miras en la protección de estos usuarios o a definir sus 
derechos y el modo de su ejercicio.
Además sería necesario analizar si la ley puede otorgar una delegación total 
de esta función a una autoridad administrativa, pues si fuera competencia re-
servada a la ley, la Corte Constitucional ha aclarado que el legislador no puede 
abdicar en forma absoluta de su competencia sin establecer los elementos y bases 
sobre las cuales podría la administración desarrollar el precepto.
Respecto del control y vigilancia para la protección de los derechos de estos 
usuarios habría que acudir a las normas generales de protección a la compe-
tencia con las modificaciones introducidas por la Ley 1340 de 2009 sobre los 
propósitos de las actuaciones administrativas que adelanta la sic en cuanto al 
bienestar de los consumidores. 
– El rango de la norma de ley para consagrar los derechos de los usuarios de 
servicios públicos. El rango de la norma que pueda consagrar los derechos de 
usuarios de los servicios de las tic y la autoridad u órgano competente
El artículo 369 de la Constitución le otorga a la ley la facultad de establecer los 
derechos de los servicios públicos. 
La actividad de proveer redes y servicios de telecomunicaciones sí está 
consagrada como servicio público. Sin embargo, no se consagra esta calificación 
de servicio público para el acceso y uso de las tic o para los servicios que lo 
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comprenden, no obstante la marcada intervención del Estado para cumplir este 
objetivo señalada en el artículo 4.º de la ley.
Para determinar el rango de la norma que podría definir los derechos de 
los usuarios, y su ejercicio, y la autoridad u órgano que pueda ejercer esta 
competencia, y aún las funciones genéricas otorgadas a la crc en la materia, 
sería necesario ponderar el alcance y los contenidos normativos específicos, y 
su razonabilidad y proporcionalidad frente al grado de afectación de derechos 
subjetivos. La afectación de estos derechos sólo podrá darse por consagración 
en la ley o autorización de ella36. 
La especial situación de los servicios de telecomunicaciones, antes par-
cialmente regulados por la Ley 142 de 1994, obligará a revisar su fundamento 
constitucional antes concentrado en el artículo 370 de la Carta, y hoy a partir 
de la Ley 1341 de 2009. 
Se trata de normas recientemente expedidas, y será muy importante el 
desarrollo de la jurisprudencia y de la doctrina en la materia. 
c. La insuficiencia del concepto de usuario consagrado en la resolución del 
Ministerio de tic que reglamentó el glosario de definiciones
Frente a los conceptos divergentes, es necesario aclarar el contenido de cada 
uno de ellos y las autoridades competentes para regularlos y protegerlos.
Cuando parte de los servicios de telecomunicaciones (tpbc y móvil rural) 
estaba regulada por la Ley 142 de 1994, dentro del ámbito de los servicios 
públicos domiciliarios, se tenía parcialmente una claridad en el sentido de su 
aplicación para los usuarios definidos en el artículo 14.33, como aquellos que 
se beneficiaban con la prestación de un servicio público, bien como propietario 
del inmueble en donde éste se presta, o como receptor directo del servicio. Y la 
denominación de este último también de consumidor. Así mismo, se consagra-
ban en el artículo 133 las conductas que permitían presumir abuso de posición 
dominante de la empresa prestadora respecto de sus usuarios.
De esta manera, la ley se refería al usuario final o al propietario del inmueble 
concordante con la naturaleza de servicios domiciliarios que debía regular, que 
no corresponde exactamente a las diferentes clases de usuario de servicios de 
comunicaciones contemplado en derecho comparado. 
36 Puede verse edgar gonzález lópez. “Afectación del contrato por cambios regulatorios en el sector 
de las telecomunicaciones”, en este mismo libro y en Jornadas de Derecho Administrativo, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2009.
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Los literales h, i y n de la Directiva Marco 21 de 2002 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, por medio de los cuales se establece el marco regulador 
común de las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas, diferencian 
el concepto de usuario, el de consumidor y el de usuario final37.
En esta directiva de la Unión Europea se trata de regular tanto al usuario 
final o receptor directo del servicio como a cualquier otro usuario, incluido el 
proveedor de servicios, que pretende solicitar a otro proveedor un servicio del 
cual es titular, como sucede con el servicio portador o suministro de capacidad 
de red, o al mismo comercializador o intermediario en la cadena de valor para 
prestar los servicios.
Respecto de los conceptos de la Ley 142 de 1994, es claro que el concepto de 
usuario del propietario del inmueble no tiene aplicación a partir de la Ley 1341 
de 2010. Sobre el usuario receptor directo del servicio de telecomunicaciones, 
entendido como el usuario final, tampoco habría duda en su aplicación. 
Sin embargo, dada la generalidad del concepto de usuario de tic y del 
concepto de usuario de servicios de comunicaciones, debería aclararse en el 
reglamento si el concepto de usuario tiene la amplitud de incorporar el usuario 
final y al simple usuario de los servicios de comunicaciones, que incluye a otro 
operador de servicios de telecomunicaciones que solicita un servicio de tele-
comunicaciones, o al comercializador de éstos, como efectivamente se deduce 
del concepto general de usuario contemplado en la ley. 
La necesidad de aclarar los diferentes conceptos reseñados, de usuario de 
las tic frente a los usuarios de los servicios de comunicaciones, y el concepto 
genérico de usuario y de usuario final, no encuentra una solución clara en la 
definición consagrada en el artículo primero de la Resolución 202 del 8 de marzo 
de 2010 expedida por el Ministerio de tic, que consagra: 
Usuario: Persona natural o jurídica consumidora de servicios que hacen uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones. 
La norma comprende los usuarios de los servicios de telecomunicaciones incor-
porados en el concepto de tic del artículo 6.º de la ley. También comprendería 
aquellos usuarios de servicios distintos de las telecomunicaciones que hacen 
37 La Directiva 21 de 2002 consagra: “usuario: una persona física o jurídica que utiliza o solicita un 
servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público”; “consumidor: cualquier persona 
física que utilice o solicite un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público para 
fines no profesionales” y “usuario final: el usuario que no suministra redes públicas de comunicaciones 
o servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público”.
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uso de las tic como los ofrecidos en contenidos suministrados por medios 
informáticos.
Dada la generalidad del concepto, a nuestro juicio, incorpora a cualquier 
persona natural o jurídica que utilice un servicio de telecomunicaciones o usuario 
de las tic como receptor directo o como medio para la prestación de servicios 
y redes de telecomunicaciones, es decir, involucra el concepto de usuario final 
y el concepto genérico de usuario.
La definición no consagra el usuario de los bienes que forman parte de las 
tic, con una interpretación al parecer diferente del concepto de usuario de las 
tic consagrado por la ley en este principio, es decir el que utiliza los recursos, 
herramientas, equipos, programas informáticos, aplicaciones, redes y medios 
que permiten las facilidades derivados de su utilización. 
d. La incertidumbre del nuevo concepto de proveedor u operador directo de 
servicios, frente al proveedor de redes y servicios de telecomunicaciones. La 
consecuencia sobre los derechos de los usuarios
La ley generalmente se refiere a los proveedores de redes y servicios de tele-
comunicaciones que corresponde al antiguo concepto de operador consagrado 
en el Decreto Ley 1900 de 1990, es decir a la persona jurídica responsable de 
la operación de redes o de la provisión de servicios de telecomunicaciones a 
terceros, independientemente de que se trate de proveedores habilitados bajo 
regímenes legales previos, en los términos de la Resolución 202 de 2010 del 
Ministerio de tic. 
Respecto de las tic, la ley se refiere al acceso y uso de ellas incorporando en 
el concepto global los bienes y servicios que comprenden las tic. 
Sin embargo, en esta disposición la ley introduce un concepto nuevo de 
proveedor u operador directo, sin que tampoco quede claro si se refiere sólo a 
los servicios de telecomunicaciones o a los bienes y servicios para la prioridad 
al acceso y uso de las tic. Y la consecuencia jurídica es que los derechos con-
sagrados en favor de los usuarios en este principio parecen estar referidos sólo 
a estos proveedores directos, sin conocerse quiénes serían los proveedores u 
operadores indirectos de servicios de telecomunicaciones o de uso de las tic.
Resulta necesario que el reglamento aclare este concepto o si se trata de 
una terminología con falta de técnica jurídica, pues se refiere a los mismos 
proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones. Así mismo, para aclarar 
si se trata de proveedores de servicios de telecomunicaciones o de los bienes y 
servicios para el acceso y uso de las tic. 
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El tema también puede analizarse desde el punto de vista de los comer-
cializadores de servicios. No obstante, éstos no prestan realmente los servicios 
sino que intervienen en la cadena de valor para una mayor cobertura en su 
prestación. Los comercializadores no son proveedores directos ni indirectos 
de servicios38. 
e. Los derechos consagrados en este principio a favor de los usuarios de las tic. 
Sus limitaciones
Estos derechos corresponden al cobro de las prestaciones por precios de mer-
cado y utilidad razonable; al cumplimiento de niveles de calidad del servicio 
consagrado en el título habilitante o por la autoridad competente y al derecho 
de la información clara, transparente, necesaria, veraz y anterior, simultánea 
y de todas maneras oportuna para que el usuario tome sus decisiones, en los 
términos utilizados por la ley. 
Nuevamente la ley incurre en contradicciones sobre el tema de precios de 
mercado previsto en el principio de libre competencia, con el aditamento de 
señalar la utilidad razonable. 
Respecto de los precios del mercado, nos remitimos a las observaciones rea-
lizadas al analizar el principio de libre competencia, y a la ley de la oferta y de 
la demanda que determina este precio. El precio del mercado establecido ya in-
troduce el margen de utilidad que pretende el proveedor del bien o servicio.
La norma parece más hacer referencia al concepto de costo eficiente más 
utilidad razonable que es utilizado como principio en la interconexión, según 
el artículo 50. En efecto, revisado el proyecto de ley del Senado, adicionado 
por el texto aprobado en plenaria de la Cámara, el texto original consagraba el 
término de “costo eficiente”, sin que exista justificación en el texto del proyecto 
38 Es interesante observar la nueva dimensión otorgada por la ley a los comercializadores de servicios 
respecto de la obligación e intervención del Estado para promover la comercialización, según el artículo 
2.º de la ley. 
 Se pasa de una fase anterior de limitaciones y autorizaciones previas del operador para su actividad 
de comercializador a una necesidad de promoverlos, pues son un elemento importante en la cobertura 
de los servicios. No podría quedar la facultad de comercializar los servicios al simple arbitrio de la 
voluntad del operador o a una prerrogativa contractual de este último, para prohibir o impedir su 
ejercicio. Será interesante observar el ejercicio de las funciones de la crc sobre los modelos de contratos 
de los proveedores de servicios, y el control sobre cláusulas que hagan presumir abuso de posición 
dominante por parte de los operadores de los servicios de telecomunicaciones. Desafortunadamente, 
es una práctica común el uso y abuso de cláusulas vejatorias o leoninas en contratos de algunos de los 
operadores dominantes de los servicios de telecomunicaciones.
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sobre la razón que llevó a modificarlo por “precios de mercado”, con la evidente 
contradicción en su texto. 
Pero, además, esta afirmación de precios de mercado no es tan cierta, por lo 
menos en lo que se refiere a los precios de los servicios de telecomunicaciones, 
según el artículo 23 de la ley, pues los proveedores de redes y servicios pueden 
fijar libremente los precios al usuario, salvo que no haya suficiente competencia, 
se presente una falla de mercado o la calidad de los servicios ofrecidos no se 
ajuste a los niveles exigidos. 
El derecho de la información es uno de los derechos estructurales en la 
protección del usuario, con el mayor rango junto con el derecho de acceso. Este 
derecho permite al usuario tomar las decisiones para seleccionar a su proveedor 
y conocer con certeza el contenido y alcance de sus derechos y obligaciones y 
de los correlativos de su proveedor.
Finalmente se consagra en este principio el cumplimiento de los derechos y 
deberes derivados del hábeas data que comprende derechos y obligaciones para 
los usuarios y para quienes tienen acceso a los datos de los usuarios, con el fin 
de preservar el nuevo derecho de autodeterminación informativa originado en el 
derecho alemán. En Colombia se expidió la Ley 1266 de 2008 sobre hábeas data, 
y el principio analizado simplemente reitera la aplicación de esta norma legal39.
La Corte Constitucional ya había fijado los principios aplicables para la adminis-
tración de datos personales, de libertad, necesidad, veracidad, integridad, incorpo-
ración, finalidad, utilidad, circulación restringida, caducidad e individualidad, en 
especial en las sentencias T-729 de 2002 y T-049 de 2004, en los siguientes términos: 
Según el principio de libertad los datos personales sólo se pueden ser registrados y 
divulgados con el consentimiento libre, previo y expreso del titular, de tal forma que 
se encuentra prohibida la obtención y divulgación de los mismos de manera ilícita (ya 
sea sin la previa autorización del titular o en ausencia de mandato legal o judicial). En 
este sentido por ejemplo, se encuentra prohibida su enajenación o cesión por cualquier 
tipo contractual.
Según el principio de necesidad, los datos personales registrados deben ser los estric-
tamente necesarios para el cumplimiento de las finalidades perseguidas con la base de 
datos que se trate, de tal forma que se encuentra prohibido el registro y divulgación de 
datos que no guarden estrecha relación con el objetivo de la base de datos. 
39 Desde antes de la Ley 1266 de 2008 la Corte Constitucional ya había recogido el desarrollo doctrinal 
sobre los principios que encierra el derecho a la autodeterminación informativa. Pueden verse las 
siguientes sentencias: T-066 de 1998; C-10 de 2000; C-687 de 2002; T-268 de 2002; T-729 de 2002 y 
T-049 de 2004. 
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Según el principio de veracidad, los datos personales deben obedecer a situaciones 
reales, deben ser ciertos, de tal forma que se encuentra prohibida la administración 
de datos falsos o erróneos. 
Según el principio de integridad, estrechamente ligado al de veracidad, la informa-
ción que se registre o se divulgue a partir del suministro de datos personales debe ser 
completa, de tal forma que se encuentra prohibido el registro y divulgación de datos 
parciales, incompletos o fraccionados. Con todo, salvo casos excepcionales, la integridad 
no significa que una única base de datos pueda compilar datos que, sin valerse de otras 
bases de datos, permitan realizar un perfil completo de las personas. 
Según el principio de finalidad, tanto el acopio, el procesamiento y la divulgación de los 
datos personales, deben obedecer a una finalidad constitucionalmente legítima, definida 
de manera clara, suficiente y previa; de tal forma que queda prohibida la recopilación 
de datos sin la clara especificación acerca de la finalidad de los mismos, así como el uso 
o divulgación de datos para una finalidad diferente a la inicialmente prevista.
Según el principio de utilidad, tanto el acopio, el procesamiento y la divulgación de los 
datos personales deben cumplir una función determinada, como expresión del ejer-
cicio legítimo del derecho a la administración de los mismos; por ello, está prohibida 
la divulgación de datos que, al carecer de función, no obedezca a una utilidad clara o 
determinable. 
Según el principio de circulación restringida, estrechamente ligado al de finalidad, 
la divulgación y circulación de la información está sometida a los límites específicos 
determinados por el objeto de la base de datos, por la autorización del titular y por el 
principio de finalidad, de tal forma que queda prohibida la divulgación indiscriminada 
de los datos personales. 
Según el principio de incorporación, cuando de la inclusión de datos personales en 
determinadas bases, deriven situaciones ventajosas para el titular, la entidad adminis-
tradora de datos estará en la obligación de incorporarlos, si el titular reúne los requisitos 
que el orden jurídico exija para tales efectos, de tal forma que queda prohibido negar 
la incorporación injustificada a la base de datos. 
Según el principio de la caducidad, la información desfavorable al titular debe ser 
reiterada[40] de las bases de datos siguiendo criterios de razonabilidad y oportunidad, 
de tal forma que queda prohibida la conservación indefinida de los datos después que 
han desaparecido las causas que justificaron su acopio y administración. 
40 “Además de las obligaciones derivadas de los principios rectores del proceso de administración de bases 
de datos personales, existen otros que tiene su origen directo en normas constitucionales y legales, 
sobre todo lo relativo a la obligación de diligencia en el manejo de los datos personales y la obligación 
de indemnizar los perjuicios causados por las posibles fallas en el proceso de administración.” 
Los principios generales y los principios orientadores en la Ley de Tecnologías de la Información…158
Según el principio de individualidad, las administradoras deben mantener separada-
mente las bases de datos que se encuentren bajo su administración, de tal forma que 
queda prohibida la conducta dirigida a facilitar cruce de datos a partir de la acumulación 
de informaciones provenientes de diferentes bases de datos.
f. Algunas consideraciones generales, a título de resumen
Es necesario diferenciar en la ley las normas que regulan la protección de 
los usuarios de los servicios y redes de telecomunicaciones o de servicios de 
comunicaciones, de los que regulan a los usuarios de tic, dados los diferentes 
derechos y competencias que se consagran para cada uno de ellos.
Además, debe aclararse la impropiedad en la terminología de la ley cuando 
en el artículo 53 que establece el régimen de protección al usuario se refiere a los 
servicios de comunicaciones sin que en ninguna otra parte de la ley se establezca 
el alcance de este concepto. La ley se refiere a las redes y los servicios de teleco-
municaciones y a los proveedores de éstos y los califica como servicio público, y 
al parecer tuvo la finalidad de referirse a los usuarios de estos servicios.
Los derechos consagrados en favor de los usuarios y la competencia de la 
crc deben ser analizados en este contexto, para determinar los límites de su 
función y cuáles son los derechos aplicables según el tipo de usuario, de acuerdo 
con las consideraciones expuestas. 
Dadas las diferentes clases de usuarios que utilizan los servicios de tele-
comunicaciones, y probablemente sus diferentes derechos o la menor o mayor 
intensidad de su protección41, es pertinente que por vía reglamentaria se desa-
rrollen estos conceptos previstos en la ley. 
Finalmente deberá aclararse lo relacionado con los precios y la metodología 
de costos que debe utilizarse en las prestaciones requeridas por los usuarios, 
según su clasificación.
41 Los derechos del usuario final de los servicios y el contrato de servicios correspondiente pueden re-
querir mayor protección de sus derechos que el usuario que los requiere para proveer otros servicios de 
telecomunicaciones. En igual sentido, habría que considerar los derechos del comercializador entendido 
como usuario.
 Aunque todos estos actores coadyuvan para la optimización en la cobertura de los servicios, y tendrán 
un mínimo de derechos, con nexos a este fin, es posible que su intensidad y los derechos y obligaciones 
de cada uno de ellos requieran un diferente grado de protección. El usuario final o quien no provee 
redes y servicios de telecomunicaciones, en términos de la directiva marco europea, puede requerir 
un mayor grado de protección dada su naturaleza. 
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5 .  e l  p r i n c i p i o  d e  p romoc i n  d e  la  i n  e r s i n
[…]
5. Promoción de la inversión. Todos los proveedores de redes y servicios de teleco-
municaciones tendrán igualdad de oportunidades para acceder al uso del espectro y 
contribuirán al Fondo de tecnologías de la información y las comunicaciones.
Se presentan los siguientes comentarios:
a. El enunciado del principio no corresponde al contenido 
La promoción de la inversión corresponde a un escenario normativo que brinde 
confianza en su estabilidad en un periodo de tiempo prudente para el desarrollo de 
una actividad económica, y se considera vinculado con el principio de seguridad 
jurídica para que las normas tengan la claridad necesaria que brinde a los actores 
del sector confianza sobre su forma de aplicación, contenido y alcance.
No obstante, el texto que desarrolla el principio está referido al principio 
de igualdad de oportunidades para acceder al uso del espectro radioeléctrico y 
a la igualdad de cargas económicas en la contribución al Fondo de tic.
Aunque no se contemple en forma explícita, el contenido desarrolla en 
forma parcial el principio general del derecho de igualdad elevado a norma 
constitucional en nuestro artículo 13 y de prioritaria aplicación en un sector 
marcado por la libre competencia.
No hay consonancia jurídica entre el principio pregonado y su desarrollo 
legal, y ambos resultan aplicables por tratarse de normas de ley, no obstante su 
falta de desarrollo, y sin perjuicio del contenido reglamentario que desarrolle 
el principio de promoción a la inversión.
b. La promoción de la inversión y los principios de seguridad jurídica y con-
fianza legítima
En un sector dinámico como las tic, las autoridades deben tener en cuenta el 
efecto que produce una nueva regulación o su modificación, pues incide direc-
tamente en la seguridad y la estabilidad normativas. Desde el punto de vista de 
la regulación, las situaciones jurídicas y los contratos de los operadores estable-
cidos, en sus aspectos económicos, pueden verse afectados por los efectos que 
producen la regulación y la expedición de normas sobre las situaciones presentes 
y futuras de los proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones, sin 
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perjuicio del respeto a la confianza legítima para no sorprender con decisiones 
inesperadas que impidan a los particulares adecuarse a la nueva situación42.
En el necesario equilibrio entre la necesidad de intervención económica 
para preservar el interés general en un mercado cambiante como las telecomu-
nicaciones y de continuo avance tecnológico, donde, a nuestro juicio, existe la 
cláusula de progreso implícita del servicio público prestado43, y, por otro lado, 
la estabilidad normativa como bien jurídico por proteger, obligan siempre a 
realizar un análisis de ponderación sobre la razonabilidad y proporcionalidad 
de la medida normativa y sobre los intereses en conflicto para determinar la 
legalidad de la norma. Se trata de confrontar la finalidad pública que persigue la 
nueva regulación con la confianza en la normatividad anterior para determinar 
cuál resulta más merecedora de protección.
Como lo ha señalado el Tribunal Constitucional de España, la licitud de la 
retroactividad impropia –que es aquella que incide sobre los efectos presentes 
de una relación jurídica vigente con antelación y no concluida– depende de una 
ponderación entre el principio de seguridad jurídica y la finalidad pública que 
persigue la norma. Aunque la seguridad jurídica no puede considerarse un valor 
absoluto que conduzca a la petrificación del ordenamiento jurídico, protege “la 
confianza de los ciudadanos que ajustan su conducta económica a la legislación 
vigente, frente a cambios normativos que no sean razonablemente previsibles, 
ya que la retroactividad posible de las normas tributarias no puede trascender 
la interdicción de la arbitrariedad”44.
El principio de confianza legítima tiene su mayor aplicación para prote-
ger expectativas legítimas, más que derechos adquiridos, y corresponde a un 
principio del derecho comunitario europeo, recogido del derecho alemán. En 
Colombia puede considerarse como un principio general del derecho deriva-
do del principio de buena fe, que busca respetar la confianza brindada por la 
42 Un análisis del tema puede verse en gonzález lópez. “Afectación del contrato por cambios regulatorios 
en el sector de las telecomunicaciones”, cit. 
43 tomás quintana lópez. “Algunas cuestiones sobre la cláusula de progreso en el contrato de concesión 
de obras públicas”, en Reda, n.º 131, 2006, pp. 421-444. 
44 Sentencias stc 126/87 y 150/90. Así mismo, la stc 197/92. Puede verse J. garcía luengo. El principio 
de protección de la confianza en el derecho administrativo, Madrid, Civitas, 2002; F. castillo blanco. 
La protección de la confianza en el derecho administrativo (s. d.); eduardo garcía de enterría. “El 
principio de protección de la confianza legítima como supuesto titulo justificativo de la responsabilidad 
patrimonial del Estado legislador”, en rap, n.º 159, 2002, p. 181; íd. La responsabilidad patrimonial del 
Estado legislador en el derecho español, Thomson-Aranzadi-Civitas, 2007; daniel sarmiento. “El prin-
cipio de la confianza legítima en el derecho inglés: la evolución que continúa”, en Reda, n.º 114, 2002, 
pp. 233-264. Sobre cambio normativo, puede verse josé carlos laguna de paz. Telecomunicaciones, 
regulación y mercado, Thomson-Aranzadi, 2004.
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autoridad sobre la razonable estabilidad e interpretación de una norma o de 
una situación jurídica que ha sido permitida por la autoridad. Generalmente, 
en desarrollo de este principio y para el equilibrio de los intereses se establece 
una vacatio legis con periodos transitorios fijados por la norma para permitir al 
particular adecuarse al cambio normativo45.
6 .  e l  p r i n c i p i o  d e  n e u t ra l i da d  t e cno lg i c a
6. Neutralidad tecnológica. El Estado garantizará la libre adopción de tecnologías 
teniendo en cuenta las recomendaciones, conceptos y normativas de los organismos 
internacionales competentes e idóneos en la materia, que permitan fomentar la eficiente 
prestación de servicios, contenidos y aplicaciones que usen tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones y garantizar la libre y leal competencia, y que su adopción 
sea armónica con el desarrollo ambiental sostenible.
Se presentan los siguientes comentarios:
a. Objetivo de la consagración del principio 
Según la exposición de motivos, el objetivo buscado con la consagración legal del 
principio de neutralidad tecnológica corresponde a la eliminación de barreras 
para que los proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones y de acceso 
y uso de tic puedan utilizar cualquier tecnología que permita una prestación 
eficiente de los servicios, contenido y aplicaciones, en beneficio del usuario. 
No tendría justificación que por restricciones normativas se prive al usuario de 
acceder a los desarrollos tecnológicos y a la mejor utilización de los servicios de 
telecomunicaciones y de los bienes y servicios que componen las tic. 
Esta situación se venía presentando con el régimen restrictivo de clasifica-
ción legal de servicios consagrado en el anterior Decreto Ley 1900 de 1990 que 
condujo a las conocidas asimetrías regulatorias entre operadores que prestaban 
similares facilidades desde el punto de vista del usuario, pero con regímenes 
legales distintos.
Es innegable la importancia del principio y los efectos que producirá en 
cuanto a las redes y servicios de telecomunicaciones. Respecto del espectro 
radioeléctrico habrá que tener en cuenta los conceptos, recomendaciones y 
normativas de los organismos internacionales competentes, con especial refe-
45 R. garcía macho. “Contenido y límites del principio de la confianza legítima: estudio sistemático de 
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia”, en Reda, n.º 56, 1987, pp. 557 y ss. 
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rencia a la uit, que tiene la competencia para la organización de las frecuencias 
a nivel internacional. 
El principio de neutralidad tecnológica es uno de los más invocados en el 
sector de telecomunicaciones y no toda la doctrina concuerda sobre su realidad 
y aplicación, dada la existencia de diferentes tecnologías en el sector de tic y 
la imposibilidad en algunos casos de su compatibilidad, en especial cuando se 
está refiriendo al sector de informática en convergencia con los sectores audio-
visuales y de telecomunicaciones. 
b. El principio de neutralidad tecnológica y su contenido legal. Su aplicación 
al uso del espectro radioeléctrico
El artículo 2.5 lo consagra como principio pero hace referencia al deber del 
Estado de garantizar la libre adopción de tecnologías teniendo en cuenta los 
conceptos, recomendaciones y normas de los organismos internacionales, en 
la búsqueda de garantizar la libre y leal competencia, y su adopción armónica 
al desarrollo ambiental sostenible, que parece ajeno al contenido sustancial del 
principio, sin desconocer su importancia.
El contenido legal de este concepto de neutralidad tecnológica, en lo que 
respecta al acceso al uso del espectro radioeléctrico, se encuentra consagrado 
en el parágrafo primero del artículo 11 de la ley, donde se señala que
[…] la neutralidad tecnológica implica la libertad que tienen los proveedores de 
redes y servicios de usar las tecnologías para la prestación de todos los servicios sin 
restricción distinta a las posibles interferencias perjudiciales y el uso eficiente de los 
recursos escasos.
En la actualidad existen permisos otorgados para el uso del espectro radioeléctri-
co en relación con un determinado servicio, teniendo en cuenta las restricciones 
legales sobre clasificación de servicios contenida en la legislación anterior. Estos 
permisos tenían la limitación propia de su destinación para el servicio solicitado 
y otorgado, la cual con el régimen nuevo no tiene aplicación. 
Otra situación se presenta a partir de la vigencia de esta norma, por cuanto el 
uso del espectro radioeléctrico que haya sido otorgado aun antes de la expedición 
de la ley implica la necesidad de eliminar las restricciones para su utilización 
ya no exclusiva de un servicio, con la sola limitante de las interferencias, que 
se encuentre consonante con la clasificación del espectro requerido y otorgado 
por el Ministerio de tic, con las recomendaciones de la uit, y que además no 
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afecte el uso eficiente de este recurso. Es un punto de especial importancia que 
se orienta a optimizar el uso de un recurso escaso.
7.  e l  p r i n c i p i o  d e l  d e r e cho  i n s t rum enta l  d e l 
ac c e s o  a  la s  t i c  c omo  f undamento  d e  d e r e cho s 
f undamenta l e s  y  e s e n c i a l e s ,  la  c omun i c ac i n , 
la  i n f o rmac i n ,  la  e d u c ac i n  y 
lo s  s e r i c i o s    s i c o s  d e  la s  t i c
7. El derecho de la comunicación, la información y la educación y los servicios básicos de 
las tic: En desarrollo de los artículo 20 y 67 de la Constitución Nacional el Estado 
propiciará a todo colombiano el derecho al acceso a las tecnologías de la información y 
las comunicaciones básicas, que permitan el ejercicio pleno de los siguientes derechos: 
La libertad de expresión y de difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y 
recibir información veraz e imparcial, la educación y el acceso al conocimiento, a la 
ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. Adicionalmente el 
Estado establecerá programas para que la población de los estratos desarrollará progra-
mas para que la población de los estratos menos favorecidos y la población rural tengan 
acceso y uso a las plataformas de comunicación, en especial de Internet y contenidos 
informáticos y de educación integral.
Se presentan los siguientes comentarios:
a. El concepto de derechos instrumentales que complementa y concreta el de-
recho fundamental primario. La libertad de expresión y su desarrollo libertad 
de comunicación y de información
A propósito del derecho fundamental a la libertad de expresión, la doctrina ha 
venido consolidando la tesis que pregona la necesidad de distinguir el núcleo 
esencial del derecho fundamental y un contenido adicional de esos derechos, 
que fija normalmente el legislador orgánico, o el legislador ordinario. El Tribunal 
Constitucional español se ha referido a este tema de los derechos instrumentales 
a un derecho fundamental46. 
Para el Tribunal Constitucional español, el contenido del derecho funda-
mental no solo lo integra su contenido esencial, sino otros contenidos que reco-
nocidos por norma infraconstitucional; no solo la ley orgánica u ordinaria sino 
incluso el reglamento forma parte del derecho. Se habla de derechos adicionales 
46 tomás de la quadra-salcedo. Derechos fundamentales primarios y derechos instrumentales: el derecho 
a crear y mantener medios de comunicación, Madrid, Universidad Carlos iii, 2009, pp. 84 y ss.
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en relación con facultades y elementos del derecho que presentan características 
distintas respecto del primero. También el Tribunal ha ampliado el concepto 
de derechos primarios y derechos instrumentales en relación con el derecho 
fundamental a la libertad de expresión e información distinguiendo así dentro 
de un mismo derecho distintos niveles o planos47.
La concesión en el ámbito de la radio y la televisión y el desarrollo de esta 
actividad fueron considerados por este tribunal íntimamente vinculados al derecho 
fundamental a la libertad de expresión. La posibilidad de injerencia del poder pú-
blico en la regulación de esta actividad se encuentra limitada, entre otros aspectos 
al efectuar la selección del titular con criterios generales, objetivos y de igualdad, 
de tal manera que el derecho de libertad de crear medios incide en la regulación 
e impide que el legislador sea libre de hacer la regulación que le parezca con el 
argumento de que se trata de una actividad declarada servicio público48.
El alto tribunal considera que la concesión en el ámbito de la radio y la 
televisión debe ser analizada con la perspectiva de los derechos fundamentales 
implicados y con las limitaciones que de ellos se derivan para el legislador. La 
creación de los medios de comunicación forma parte del derecho fundamental 
primario, como un derecho derivado e instrumental. Es un punto de esencial 
importancia como derecho derivado del derecho fundamental y límite a la 
actuación más o menos discrecional de la administración en la determinación 
del número de concesiones y de sus condiciones.
Generalmente el órgano regulador o la autoridad competente atienden en 
forma principal al análisis de la situación económica de la industria, respecto del 
análisis de nuevas concesiones. Resulta de igual o mayor importancia el deber 
de la autoridad de ponderar si se trata de un derecho instrumental inherente o 
vinculado a un derecho fundamental, y el beneficio que traería para los usuarios 
una mayor competencia49.
Este tribunal, al referirse al derecho a la libertad sindical, ha distinguido 
entre el núcleo mínimo e indisponible de la libertad sindical y las facultades o 
47 de la quadra-salcedo. Ob. cit., p. 85. Sentencia del Tribunal Constitucional 205127 de 1994 so-
bre la libertad de expresión e información como derechos fundamentales y su relación con la ley de 
televisión privada, por medio de la cual se reconoce que la creación de medios forma parte de este 
derecho fundamental primario. Es un tema de especial importancia también en Colombia a raíz de las 
controversias para otorgar en concesión nuevos canales en la televisión abierta.
48 Sentencias del Tribunal Constitucional 206/90; 31/94; 127/94. 
49 En especial se hace referencia con el nuevo régimen a la concesión para los servicios de televisión, y en 
forma reciente el controvertido proceso de licitación para la concesión de un tercer canal de televisión 
abierta. 
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derechos adicionales de los sindicatos atribuidos por normas infraconstitucio-
nales que pasan a integrar el contenido del derecho50.
El Tribunal Europeo de Derecho Humanos también se ha pronunciado 
condenando a Austria por violación del artículo 10.º del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos por negarse a autorizar distintas emisoras de radio y de 
televisión que habían sido solicitadas por particulares, y en otros pronuncia-
mientos ha considerado conectado el derecho a crear medios de difusión, estén 
o no sometidos a la previa autorización o concesión, con el derecho fundamental 
de libertad de expresión e información.
Es importante detenerse en este tema para encontrar las limitaciones a la 
facultad de concesión de dominio público o de un servicio público de medios 
de comunicación, en la medida en que se encuentra conectada con el derecho 
fundamental de la libertad de expresión y con sus desarrollos de libertad y 
derecho a la comunicación.
Estas premisas pueden resultar igualmente aplicables para las renovaciones 
o prórrogas de concesiones en servicios de radiodifusión, en la medida en que 
pueden involucrar intereses públicos legítimos que puedan colisionar con el 
derecho a la renovación, según las normas legales que regulan la materia.
En un tema crítico para un Estado social de derecho como es la creación de 
medios de comunicación o su mantenimiento, es ilustrativo el siguiente aparte 
del Tribunal Constitucional español:
[…] no hay inconveniente en entender que el derecho de difundir las ideas y opiniones 
comprende el derecho de crear los medios materiales a través de los cuales la difusión 
se hace posible.
El reconocimiento de determinados derechos, aunque no estén en normas legales 
orgánicas o estatutarias, según la estructura normativa que establezca el rango 
de ley exigible para desarrollar el derecho fundamental, no significa que dejen 
de ser parte del derecho fundamental, y una consecuencia esencial consiste en 
que la violación de dichos elementos o facultades determina la infracción del 
derecho fundamental mismo y por consiguiente es tutelable en vía de amparo 
constitucional51.
50 Sentencias del Tribunal Constitucional español: stc 104/1987, sobre la participación institucional, y 
stc 9/1988, sobre la facultad de los sindicatos de promover y participar en las elecciones para órganos 
de representación de trabajadores o funcionarios pese a que tales órganos de representación no tienen 
reconocimiento constitucional si no son de creación legal. 
51 de la quadra-salcedo. Ob. cit., p. 104.
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Para determinar la procedencia de esta vía de amparo, habría que determi-
nar cuáles derechos instrumentales integran el núcleo esencial o forman parte 
natural del desarrollo de ese núcleo esencial, o simplemente corresponden a la 
libertad de configuración del legislador, que, de todas maneras, una vez reco-
nocidos, harían parte del contenido fundamental del derecho, pero podrían ser 
modificados o sustituidos en el futuro.
Analizado este contexto frente al contenido del principio, puede observarse 
la importancia concedida por el legislador al derecho a la comunicación, a la 
información y a la educación, de tal forma que los vincula en forma expresa y 
sin limitaciones a los artículos 20 y 67 de la Carta, que consagran el derecho 
fundamental a la libertad de expresión e información y el derecho de educación 
como servicio público que tiene una función social.
La nueva aproximación al tema en este contexto nos lleva a considerar 
aplicable en Colombia la teoría de los derechos instrumentales vinculados al 
derecho fundamental primario, en este caso la libertad de expresión e informa-
ción, y aún podría señalarse el derecho a la educación, con las consecuencias 
que la doctrina ha señalado en la aplicación y el reconocimiento a estos derechos 
derivados o instrumentales. Además con las consecuencias jurídicas que ello 
implica, y la procedencia para el ejercicio de acciones jurisdiccionales especiales 
con este objetivo, según la naturaleza y vinculación del derecho afectado con 
el derecho fundamental.
El contenido del texto de la norma parece no dejar dudas en el sentido 
de que para el ejercicio pleno de la libertad de expresión y de la difusión de 
pensamientos y opiniones, y la de informar y recibir información veraz e 
imparcial, es necesario que todo colombiano tenga el derecho de acceso a las 
tic. De esta forma el acceso a las tic es un derecho que sirve como soporte al 
derecho fundamental, y necesario o derivado para que el derecho fundamental 
sea una realidad.
En similares términos se consagra el derecho a la educación y el acceso al 
conocimiento.
La importancia de este principio y su valor otorgado por la ley puede ser 
una de las modificaciones sustanciales y de mayor efecto en el nuevo régimen 
para garantizar la prioridad al acceso y uso de las tic. Se resalta este punto 
cuando el principio se vincula con lo que denominamos el servicio universal 
de las tic, que implica la obligación del Estado de garantizar su finalidad so-
cial, y para ello debe establecer programas que garanticen que la población de 
menores recursos o rural tenga acceso y uso a las plataformas de comunicación, 
involucrando en este nuevo servicio universal el acceso y uso de Internet, de 
contenido informáticos y de educación integral.
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8 .  e l  p r i n c i p i o  d e l  g o  i e rno  e n  l  n e a 
8. Masificación del gobierno en línea. Con el fin de lograr la prestación de servicios 
eficientes a los ciudadanos, las entidades públicas deberán adoptar todas las medidas 
necesarias para garantizar el máximo aprovechamiento de las tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones en el desarrollo de sus funciones. El Gobierno Nacional 
fijará los mecanismos y condiciones para garantizar el desarrollo de este principio. Y 
en la reglamentación correspondiente establecerá los plazos, términos y prescripciones, 
no solamente para la instalación de las infraestructuras indicadas y necesarias, sino 
también para mantener actualizadas y con la información completa los medios y los 
instrumentos tecnológicos.
Se presentan los siguientes comentarios:
– La consonancia de la actividad de gobierno en línea en la ley de regulación 
de las tic
Se trata de armonizar las actuaciones que se vienen desarrollando para la ac-
tuación de las entidades públicas con sus ciudadanos y entre ellas, a través de 
medios electrónicos, con la ley que determina el marco general para la formu-
lación de políticas públicas que regirán en el sector de las tic, y con la Ley de 
Comercio Electrónico. 
Se otorga al reglamento la función de garantizar el desarrollo de este princi-
pio en la instalación de la infraestructura y su actualización y en la información 
completa de los medios e instrumentos tecnológicos.
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